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El precedente jurisprudencial, como expresión máxima del ejercicio del poder público del 
Estado Jurisdiccional implica por un lado la determinación, por medio de decisiones judiciales 
reiteradas y consecuentes, de los criterios, conceptos y categorías para la interpretación de las 
normas jurídicas positivas emanadas del Estado Legislador o del Estado Ejecutivo (cuando tiene 
esta atribución) y, por el otro, de la forma en cómo estas se deben aplicar a los casos concretos y 
análogos sometidos a la decisión del Estado Jurisdiccional, surgiendo a la vida jurídica dos 
elementos básicos que determinan el grado de entendimiento y de sujeción de los ciudadanos 
respecto de las decisiones que este adopte, siendo el primero la seguridad jurídica, y el segundo, 
pero no menos importante, la confianza legítima jurisdiccional, que tienen en sí implicaciones 
directas en un principio y derecho fundamental básico de nuestro ordenamiento jurídico: la 
igualdad. 
 
Ambos principios, con fuerte incidencia en asuntos propios del trato igualitario de los 
ciudadanos por parte del Estado jurisdiccional, se basan en la forma en cómo este órgano decide 
de fondo las controversias sometidas a su campo de acción, a través de las sentencias judiciales 
que traen consigo, y propiamente en la ratio decidendi, las reglas, conceptos y categorías de 
interpretación y aplicación normativa como se indicó, elementos estos que dan lugar a la existencia 
del precedente jurisprudencial, en los términos que para tal efecto trae consigo el Código General 
del Proceso –CGP-, y el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo –CPACA-. Precedentes estos, que, si bien son reconocidos como fuente jurídica, 
no se constituyen como exclusivas a pesar de su condición de obligatorio seguimiento, para la 
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adopción de decisiones judiciales por parte de los demás jueces de la República subordinados 
(precedente jurisprudencial vertical), e inclusive para las mismas decisiones adoptadas por las Altas 
Cortes en aplicación del precedente jurisprudencial en forma horizontal. 
 
El precedente jurisprudencial, como expresión de la interpretación y de la aplicación de las 
normas en los casos concretos, implica la existencia de un marco de seguridad jurídica, de igualdad 
y de confianza legítima de los ciudadanos en materia jurisdiccional, que al ser estos precedentes 
objeto de inaplicación sin fundamentos jurídicos admisibles, dan lugar, en sí, al quebrantamiento 
de principios procesales y constitucionales rectores del ordenamiento jurídico colombiano como 
los aludidos, permitiendo la coexistencia de decisiones jurisdiccionales encontradas que admitirían 
no solo la existencia de valoraciones subjetivas e incoherentes, sino que al mismo tiempo 
permitirían, con la adopción de decisiones contrarías al precedente, el desconocimiento de derechos 
y obligaciones reconocidos por este, generándose así daños al ciudadano que resultará vencido en 
el seno de un proceso judicial, debiendo el Estado Jurisdiccional asumir la responsabilidad 
patrimonial para reparar los daños causados en razón a la inaplicación parcial o total del precedente 
jurisprudencial de manera ilegal e inconstitucional, esto de conformidad con la cláusula general de 
la responsabilidad del Estado contenida en el artículo 90 constitucional. 
 
Es en el contexto anterior, en la adopción de decisiones que son contrarias total o 
parcialmente al precedente jurisprudencial de manera ilegal e inconstitucional, que la presente 
investigación tiene su sustento, buscando en un primer momento la determinación del contenido 
propio del precedente jurisprudencial, así como de sus efectos jurídicos, para posteriormente 
establecer los criterios hermenéuticos admisibles para un apartamiento total o parcial del mismo y, 
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finalmente de la existencia o no de la responsabilidad del Estado ante la existencia de daños que se 
le causen a los ciudadanos derivados de la inaplicación total o parcial de este precedente 
jurisprudencial, esto en aras de determinar el marco jurídico aplicable de esta, el tipo de 





















CAPITULO I. DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL EN EL ORDENAMIENTO 
JURÍDICO COLOMBIANO 
 
1. El derecho fundamental al acceso a la justicia y al debido proceso como fundamentos del 
precedente jurisprudencial. 
 
Se debe partir por indicarse que el debido proceso y el derecho al acceso a la justicia son 
dos tipos de derecho de carácter fundamental, comoquiera que la misma Constitución Política de 
1991 los dotó de tal calidad, y la Corte Constitucional así los ha interpretado en las diversas 
sentencias que, para tal efecto, y sobre este mismo punto de derecho, ha emitido desde su creación. 
 
El derecho fundamental al debido proceso, es interpretado como un derecho constitucional 
aplicable y extensible  “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas” (Sentencia C-980, 
2010), siendo entonces comprendido como una garantía principal de la que son sujetos activos y 
acreedores todos los ciudadanos del Estado colombiano, en cualquier tipo de proceso o instancia, 
sean estos de carácter administrativo, privado y/o judicial, con la finalidad de que estos se lleven 
con sujeción a la ley, a los derechos fundamentales (Sentencia C-980, 2010), y se aplique de manera 
correcta la justicia.  
 
En tal sentido, sostiene esta Corte de cierre que este derecho fundamental tiene unas 
finalidades específicas y un objeto claro, el cual es la protección directa de las garantías procesales 
y de los derechos fundamentales de todos los sujetos, comoquiera que lo pretendido es la 
preservación de las “las garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en 
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una relación jurídica.” (Sentencia C-980, 2010), sin mediar diferenciación de ningún tipo y orden, 
ya que si se tiene en cuenta el Estado Colombiano se encuentra cimentado en una serie de principios 
específicos como lo es la dignidad humana y la igualdad (Secretaria Senado de la República, 2019). 
 
Ligado con lo expresado, se tiene que el Derecho Fundamental al debido proceso trae 
inmersas unas serie de garantías que están previstas tanto en la Constitución Política de 1991 como 
en el ordenamiento jurídico, las cuales han sido clarificadas por parte de la Corte Constitucional 
como aquellas que buscan “la protección del individuo incurso en una actuación judicial o 
administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta 
de la justicia” (Sentencia C-980, 2010),  ello en razón a que los procesos, y más aún los judiciales, 
deben propender por resolver los conflictos que se susciten y lleguen a su conocimiento (Sentencia 
C-034, 2014), reconociéndose de este derecho una serie derechos fundamentales derivados, 
importantísimos en nuestro ordenamiento jurídico, como lo son,  
 





De esto, entonces, esos derechos derivados, referidos de manera sucinta, han sido definidos 
e interpretados en su objeto y contenido por parte del Tribunal Constitucional, la cual ha 
determinado de manera directa su alcance y marco protector en el ordenamiento jurídico 
colombiano, teniéndose que para tos los efectos, 
 
Ilustración 2. Derechos fundamentales derivados del Derecho Fundamental al Debido Proceso 
 




Por otro lado, y en lo que respecta al derecho al acceso a la justicia, es necesario indicar 
que este es considerado en sí como un Derecho Humano (Organización de los Estados Americanos 
-OAS-, 1969), el cual y a su vez, dentro del ordenamiento jurídico colombiano, es considerado 
como un derecho de carácter fundamental que envuelve el derecho a que tiene toda persona para 
acceder a la justicia, presentar acciones y ejercer su defensa en igualdad, instituyendo este  
 
la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder 
acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para 
propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el 
restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los 
procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías 
sustanciales y procedimentales previstas en las leyes. (Sentencia T-283, 2013) 
 
Derecho este, que permite que las personas tengan la posibilidad de acudir ante cualquier 
autoridad judicial “para poner en su conocimiento una situación determinada con el ánimo de 
obtener la protección o el restablecimiento de sus derechos” (Sentencia T- 345, 2010), lo cual no 
se agota en sí con el ejercicio de la acción en sí misma, sino que incluye unas prerrogativas 
adicionales como lo sería que la solución de la controversia judicial se realice dentro de un plazo 
razonable, y que para todos los efectos la decisión que adopte el operador jurídico y judicial sea 
cumplida, teniendo para estos efectos la posibilidad inclusive de acudir a la fuerza y demás 




Conforme a esto, la Corte Constitucional ha sostenido de manera crucial y concreta que el 
derecho fundamental, y también humano, al acceso a la justicia basa en tres pilares específicos 
(Sentencia T-295, 2007) como lo son, 
 






De lo ilustrado, el debido proceso y el derecho al acceso a la justicia imponen para el Juez 
dentro de un trámite judicial, como titular del poder jurisdiccional y coercitivo del Estado, la 
obligación de garantizar los derechos y prerrogativas fundamentales, y que además efectivice el 
acceso a este servicio público, por cuanto  
 
para satisfacer el derecho a la administración de justicia, no basta con que en los 
procesos se emitan decisiones definitivas en las cuales se resuelvan controversias y 
se ordene la protección a los derechos de las partes, ya que es preciso que existan 
mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones o sentencias, y que se protejan 
efectivamente los derechos. (Sentencia T-283, 2013),  
 
Siendo, entonces, requerido por parte del Estado de una serie de actuaciones concretas que traigan 
consigo una serie de compromisos y de obligaciones positivas y negativas según el caso, toda vez 
que 
 
el compromiso del Estado de abstenerse de adoptar medidas que tengan por 
resultado impedir o dificultar el acceso a la justicia o su realización. (…) la 
obligación de proteger requiere que el Estado adopte medidas para impedir que 
terceros interfieran u obstaculicen el acceso a la administración de justicia del titular 
del derecho. En tercer lugar, la obligación de realizar implica el deber del Estado de 
(i) facilitar las condiciones para el disfrute del derecho y, (ii) hacer efectivo el goce 
del derecho. Facilitar el derecho a la administración de justicia conlleva la adopción 
de normas y medidas que garanticen que todas las personas, sin distinción, tengan 
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la posibilidad de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que la 
normativa proporciona para formular sus pretensiones. (Subrayado fuera de texto) 
(Sentencia T-283, 2013)  
 
2. De la evolución jurídica de la jurisprudencia como fuente de derecho: de la doctrina probable 
al precedente jurisprudencial. 
 
En el espectro jurídico de las decisiones judiciales que pueden adoptar los Estados 
Jurisdiccionales a través de sus representantes directos, han existido diversos tipos de conceptos y 
categorías respecto de lo que los Jueces deciden, coexistiendo dos conceptos que aunque se 
asimilen tiene sus rasgos bien definidos jurídicamente, ya que la doctrina probable, propia de los 
Estados que se guían por el civil law no es igual, en estricto sentido, al precedente jurisprudencial 
propios de los Estados que implementan el common law. 
 
Así las cosas, en el ordenamiento jurídico colombiano con la expedición y entrada en 
vigencia del Código Civil –Ley 57 de 1887-, la única consideración existente respecto de lo que 
era fuente del derecho, y por ende orden de seguimiento estricto para la resolución de los casos por 
parte del Estado Jurisdiccional, era en sí la ley positiva emanada por el órgano legislador del 
Estado, escenario que fue morigerada posteriormente con la expedición y entrada en vigencia de la 
Ley 153 de 1887 y de la Ley 169 de 1896, las cuales permitieron la existencia de la jurisprudencia 
como fuente del derecho bajo un esquema específico, en la que esta no era autónoma ni principal, 
sino que se erigió como una fuente secundaria de interpretación bajo el título de doctrina probable, 
la cual se sujetaba, y se sujeta actualmente, a una condición o regla todavía más específica: debe 
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ser, como mínimo tres (3) sentencias emitidas por Corte Suprema de Justicia, en sede de Casación, 
sobre un mismo punto de derecho. 
 
En tal sentido, la Corte Constitucional dentro del análisis propio de la Ley 169 de 1896 en 
sede de constitucionalidad, le otorgó a la Jurisprudencia, a través de la Sentencia C-836 de 2001, 
el valor jurídico que este debía tener, por cuanto esta, vista como doctrina probable, es en sí una 
interpretación uniforme, homogénea y consistente de las normas positivas del ordenamiento 
jurídico colombiano, que ha sido adoptada por parte de la Corte Suprema de Justicia, en la que 
existe un concepto claro sobre la norma jurídica, teniendo entonces su vigencia y fuerza vinculante 
esta doctrina probable en razón a que, 
 
La fuerza normativa de la doctrina dictada por la Corte Suprema proviene (1) de la 
autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla y de su 
función como órgano encargado de unificar la jurisprudencia ordinaria; (2) de la 
obligación de los jueces de materializar la igualdad frente a la ley y de igualdad de 
trato por parte de las autoridades; (3) del principio de la buena fe, entendida como 
confianza legítima en la conducta de las autoridades del Estado; (4) del carácter 
decantado de la interpretación del ordenamiento jurídico que dicha autoridad ha 
construido, confrontándola continuamente con la realidad social que pretende 
regular. (Subrayado fuera de texto) (Sentencia C-836, 2001) 
 
Por su parte, el precedente jurisprudencial, temática que se asimila erróneamente a la 
doctrina probable, fue tratado, en discenso, mediante la Sentencia C-104 de 1993, la cual le otorgó 
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a las Sentencias de constitucionalidad el efecto erga omnes, razón por la cual las sentencias de 
constitucionalidad emanadas por parte de la Corte Constitucional y por parte del Consejo de Estado 
en el medio de control de nulidad por inconstitucionalidad (simple nulidad), no se constituyen en 
sí como criterios o fuentes auxiliares del derecho sino como fuente principal de estricto seguimiento 
(Sentencia C- 621, 2015), tan así, inclusive que a partir de las Sentencias de Revisiones de Tutelas, 
Sentencia T-123 y T-260 de 1995, se comenzó a tratar la temática del precedente jurisprudencial 
en sede de tutela, decantándose que para los efectos de los derechos fundamentales, todo autoridad 
pública e inclusive jurisdiccional debían dar estricto cumplimiento a las decisiones que para tal 
efecto haya emitido este Tribunal Constitucional, tal cual fue definido y reiterado mediante las 
sentencias T- 123 de 1995, T-260 de 1995, T- 566 de 1998, C- 539 de 2011 y T- 439 de 2000. 
 
De lo expresado, si bien ambas figuras jurídicas, tanto de la doctrina probable así como del 
precedente jurisprudencial tienen aspectos generales similares, en sí ambos tienen internamente 
una situación especial y específica que los distinguen, ya que la doctrina probable se constituye 
como una regla hermenéutica para la interpretación de las normas positivas, mientras que el 
precedente por su parte, además de contener aspectos interpretativos, se instituye como “la 
sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado, que por su pertinencia y 
semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe necesariamente considerarse por las 
autoridades judiciales al momento de emitir un fallo.” (Sentencia SU-053, 2015), haciendo 
exclusiva definición a la aplicación propia de la norma, es decir, a la forma en cómo se debe decidir 
un caso concreto sometido al Estado Jurisdiccional, por cuanto “el precedente judicial se entiende 
como un número específico de decisiones en un mismo sentido que conforman una posición 
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jurídica frente a un tema y que tiene efectos vinculantes para los jueces de la República y por tanto 
es un concepto eminentemente cualitativo” (Sentencia 0845-15, 2016). 
 
Ahora bien, y más allá de las sentencias de constitucionalidad o de tutela, en el 
ordenamiento jurídico colombiano existen procesos de talante ordinario (en cabeza de la Corte 
Suprema de Justicia), contenciosos administrativos (en cabeza del Consejo de Estado) e inclusive 
disciplinarios (en cabeza del Consejo Superior de la Judicatura), de los cuales se emiten también 
sentencias por parte de sus respectivos órganos de cierre, sentencias estas que a su vez se les otorga 
la calidad de precedente jurisprudencial comoquiera que desde la Sentencia C-335 de 2008 se les 
reconoce su fuerza vinculante en el ordenamiento jurídico colombiano (Sentencia C- 621, 2015), 
por cuanto estos permiten 
 
una mayor coherencia del sistema jurídico colombiano, lo cual no se contradice con 
imperativos de adaptación a los cambios sociales y económicos. De igual manera, la 
vinculatoriedad de los precedentes garantiza de mejor manera la vigencia del 
derecho a la igualdad ante la ley de los ciudadanos, por cuanto casos semejantes son 
fallados de igual manera. Así mismo, la sumisión de los jueces ordinarios a los 
precedentes sentados por las Altas Cortes asegura una mayor seguridad jurídica para 
el tráfico jurídico entre los particulares. (Subrayado fuera de texto) (Sentencia C- 
355, 2008). 
 
Ahora bien, en el marco de la jurisdicción ordinaria, esta temática en sí no tiene una mayor 
complejidad por cuanto el asunto del precedente desde 1886 se viene tratando, esto a partir de las 
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decisiones que la Corte Suprema de Justicia ha emitido, siendo esta situación elevada a rango 
constitucional mediante las sentencias ya aludidas, que descendiendo a la situación actual, 
mediante la expedición y entrada en vigencia de la Ley 1564 de 2012, o Código General del Proceso 
–CGP- (Secretaria Senado de la República, 2019), se le otorgó de manera legal la competencia y 
facultad para que la Corte Suprema de Justicia emita precedentes judiciales de conformidad al 
inciso final del artículo 35 del Código General del Proceso -CGP (Secretaria Senado de la 
República, 2019). 
 
Por su parte, en materia propiamente de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en 
cabeza del Consejo de Estado, la Corte Constitucional a través de las sentencias C- 836 de 2001, 
C-355 de 2008, C -634 de 2011,  C-588 de 2012, SU-053 de 2015, entre otras más, elevó a rango 
de precedente jurisprudencial a las sentencias que esta Alta Corte emitiera en función de sus 
facultades y competencias como Corte de cierre consagrada en el artículo 237.1 constitucional 
(Secretaria Senado de la República, 2019), esto en razón a que la potestad de revisión y de 
unificación de jurisprudencia que le asiste (Sentencia C-713, 2008), situación que fue decantada y 
definida legalmente mediante la expedición y entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011 
(Secretaría del Senado de la República, 2019) en la que el legislador le otorgó, por imperio de la 
ley, a las sentencias que adopta la Sala Plena del Consejo de Estado y sus secciones la calidad de 
precedente bajo la figura de la unificación de jurisprudencial (Secretaría del Senado de la 
República, 2019), siendo entendida esta actividad como la acción por unificar y sentar 
jurisprudencia por parte de la Sala Plena o de las Secciones del Consejo de Estado por razones de 
importancia jurídica, trascendencia económica o social como lo establece el artículo 270 de la Ley 




No obstante lo expresado, se resalta que antes de la expedición y entrada en vigencia de la 
Ley 1437 de 2011 (Secretaría del Senado de la República, 2019) el Consejo de Estado unificaba 
jurisprudencia, lo que permite definir que esta actividad propiamente dicha no nació con esta norma 
jurídica sino que tuvo su asidero en las consideraciones constitucionales y análisis que la propia 
Corte Constitucional realizó respecto de las funciones, competencias y potestades del Consejo de 
Estado, comoquiera que  
 
la función de unificación de jurisprudencia del Consejo de Estado no nace con la ley 
1437 de 2011 ni depende exclusivamente de ella, pues como ha quedado señalado 
aquélla es inherente a la condición de Tribunal Supremo de lo Contencioso 
Administrativo que le reconoce a la Corporación el artículo 237-1 de la Constitución 
Política, tal como ya lo hacía la Carta de 1886 (Concepto No 2177, 2013). 
 
Siguiendo la línea de los motivos por los cuáles el Consejo de Estado puede unificar 
jurisprudencia, es de considerarse que se requieren elementos fácticos, jurídicos y probatorios que 
permitan que esta Corte aclarare situaciones confusas u oscuras, o para que perfeccione y ajuste la 
doctrina y la jurisprudencia, ya que por el hecho de que exista esta facultad a favor de esta Alta 
Corte, esto no implica que todo caso debe ser unificado (Secretaría del Senado de la República, 
2019), por cuanto  
 
la expresión “necesidad de sentar jurisprudencia” contenida en el artículo 271 de 
la Ley 1437 de 2011, como causal que faculta al Consejo de Estado para proferir 
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sentencias de unificación jurisprudencial, alude a la identificación, a partir de los 
supuestos facticos del caso estudiado, de escenarios propicios para que la 
Corporación en su calidad de órgano de cierre de la jurisdicción, desarrolle criterios 
o tesis para, por ejemplo, aclarar puntos oscuros o zonas grises de la legislación, 
doctrinales o jurisprudenciales, perfeccionar o refinar sus propios precedentes y 
garantice los derechos fundamentales, esto último en pro de asegurar los fines del 
Estado establecidos por el Constituyente en el artículo 2 superior. (Auto 1423-16, 
2016) 
 
Así las cosas, para que esta unificación de la jurisprudencia sea precedente se debe 
identificar  
 
a partir de los supuestos facticos del caso estudiado, de escenarios propicios para 
que la Corporación en su calidad de órgano de cierre de la jurisdicción, desarrolle 
criterios o tesis para, por ejemplo, aclarar puntos oscuros o zonas grises de la 
legislación, doctrinales o jurisprudenciales, perfeccionar o refinar sus propios 
precedentes y garantice los derechos fundamentales, esto último en pro de asegurar 
los fines del Estado establecidos por el Constituyente en el artículo 2 superior. (Auto 
3420-15, 2016) 
 
Finalmente, y para efectos prácticos, tanto la doctrina probable como el precedente, en sí 
se tienen en cuenta bajo una misma acepción que es la de precedente jurisprudencial comoquiera 
que este aborda en exclusivo los puntos específicos y neurálgicos de ambos: la interpretación de la 
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norma positiva que le dan las Altas Cortes como órganos de cierre y de unificación jurisprudencial, 
así como la forma en cómo se deben aplicar las normas, ex post a la hermenéutica, para la decisión 
de los casos concretos que se someten a decisión del Estado Jurisdiccional, siendo en sí el 
precedente jurisprudencial la ratio decidendi de las sentencias judiciales, el cual trae consigo las 
reglas jurisprudenciales de interpretación y de aplicación a los casos concretos mediante la 
resolución de problemas jurídicos, que de ser equiparables, semejantes o análogos, pueden ser 
aplicables a los demás casos semejantes o análogos como precedente jurisprudencial (STP 2502, 
2017). 
 
3. Marco general de la estructura jurídica del precedente jurisprudencial. 
 
Así, y en materia propia de poder dilucidar lo que es en sí el precedente jurisprudencial, es 
claro y menesteroso indicar que todos los puntos o elementos que constituyen una sentencia judicial 
en sí no implican la existencia de este, ya que como se informó, el precedente jurisprudencial lo 
constituye, de manera exclusiva, la ratio decidendi de las sentencias. 
 
Empero, lo anterior, es notable que en la estructura lógica y jurídica de las sentencias existen 
diversos tipos de componentes, los cuales no implican entonces la existencia total de la ratio 
decidendi, comoquiera que en estas coexisten tanto el decisum, la mero dictum y, por supuesto, lo 
que constituye en sí la ratio decidendi, existiendo de estos tres elementos unas reglas específicas 









De lo ilustrado, entonces, 
 
el decisum es la resolución concreta del caso, esto es, la determinación específica de 
si el acusado es o no culpable en materia penal, si el demandado debe o no responder 
en materia civil, si al peticionario el juez le tutela o no su derecho, si la disposición 
acusada es o no retirada del ordenamiento, etc. Por su parte, la ratio dedicendi es la 
formulación general, más allá de las particularidades irrelevantes del caso, del 
principio, regla o razón general que constituyen la base de la decisión judicial 
específica. Es, si se quiere, el fundamento normativo directo de la parte resolutiva. En 
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cambio constituye un mero dictum, toda aquella reflexión adelantada por el juez al 
motivar su fallo, pero que no es necesaria a la decisión, por lo cual son opiniones más 
o menos incidentales en la argumentación del funcionario. (Negrilla y subrayado fuera 
de texto) (Sentencia SU- 047, 1999) 
 
Ahora, y para poder determinar la existencia de este, o más bien, de lo que en realidad es el 
precedente jurisprudencial, existen diversos criterios lógicos jurídicos y analíticos (Sentencia T- 
292, 2006) para determinar cuándo se está ante la presencia de este, evento en el cual resulta 
necesario definir, 
 





En tal vía, y conforme se dilucidó en los conceptos ya expresado, se reconoce a la ratio 
decidendi, en sí como el precedente jurisprudencial, el cual se erige como “la formulación general, 
más allá de las particularidades irrelevantes del caso, del principio, regla o razón general que 
constituyen la base de la decisión judicial específica ... (…) el fundamento normativo directo de la 
parte resolutiva.” (Sentencia SU- 047, 1999), lo cual entonces implica que este es el criterio 
analítico y aplicativo de la norma jurídica para la resolución de los casos, y no ya la decisión en sí 
misma, ni de las elucubraciones anexas que pueda realizar el juzgador, sino que este tiene su 
concreción directa para la resolución del caso por cuanto al ser una operación jurídica y lógica 
permite definir el cómo se entiende la norma y el cómo se debe aplicar realmente. 
 
En otro contexto, es de aclarar que en la misma interpretación dada por parte de la Corte 
Constitucional, se tiene que el precedente jurisprudencial solo lo constituyen las decisiones que 
sean adoptadas por parte de las Altas Cortes, comoquiera que las decisiones que para tales efectos 
emitan los Jueces inferiores jerárquicos, entre los que se cuentan los Jueces del nivel Municipal, 
Circuito y también las diversas salas de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Tribunales 
Administrativos, no constituyen per sé un precedente jurisprudencial sino un mero criterio auxiliar 
en los términos de que trata el artículo 230 constitucional (Sentencia C-104, 1993). 
 
De lo ampliamente discutido, se puede indicar que el precedente se erige y se constituye 
como una forma de expresión del derecho vivo en el cual se materializan los derechos y los 
principios establecidos en la Constitución Política de 1991, en donde el Juez, en este caso las Altas 
Cortes al crearlos, dotan al ordenamiento jurídico de legalidad, legitimidad, de seguridad jurídica, 
dando esto lugar a la vinculación necesaria de los demás Jueces de la República respecto de sus 
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decisiones, esto con la finalidad de salvaguardar el derecho, el ordenamiento, de dar un trato 
igualitario, y de brindar elementos de seguridad jurídica jurisdiccional, lo cual en sí involucra que 
el precedente sea vinculante y de seguimiento por los inferiores para impedir la multiplicidad de 
decisiones judiciales contrarias, incoherentes y violatorias de derechos fundamentales, toda vez 
que estas decisiones  
 
encarna el valor constitucional que el mismo funcionario judicial ha desentrañado, 
y en salvaguarda de los principios de imparcialidad, igualdad, uniformidad, 
razonabilidad, seguridad jurídica, traza una línea o camino por el cual deben 
enfilarse y perfilarse las decisiones para casos similares que se presenten en el futuro 
(Bastidas de Ramírez, 2009) 
 
4. La fuerza vinculante de los precedentes jurisprudenciales en el ordenamiento jurídico 
colombiano: ¿absoluta o relativa? 
 
Jurídicamente, tal como ya se expresó de manera tangencial líneas arriba, se tiene que 
dentro de la estructura y fundamentación legal del precedente jurisprudencial no existe norma que 
defina que este es de estricto, obligatorio cumplimiento y seguimiento por parte de los demás 
Jueces de la República, pero que, y al ser emitidas las diversas sentencias por parte de la Corte 
Constitucional que controvierten, en principio, esta postura constitucional, dan lugar 
ineludiblemente a una pugna entre la autonomía judicial como principio y derecho, por un lado, y 
por el otro, de los principios y derechos de confianza legítima, seguridad jurídica y de igualdad, 
todos estos en materia jurisdiccional, los cuales imponen entonces la discusión concreta sobre la 
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fuerza vinculante de los precedentes jurisprudenciales, en específico de los verticales, para la 
resolución de los casos sometidos al conocimiento del Estado Jurisdiccional. 
 
Sobre este punto, y conforme lo ha interpretado la Corte Constitucional en las reiteradas y 
citadas sentencias de constitucionalidad, tutela y sentencias de unificación, se tiene que el 
precedente aporta elementos importantísimos para la coherencia, cohesión y seguridad jurídica en 
el ordenamiento jurídico colombiano, sin embargo también se comprende que estos, al no ser 
previstos como una fuente directa ni obligatoria por parte de la Constitución Política de 1991, no 
pueden ser, per se, obligatorios a tal punto que vaya en contravía de la autonomía judicial, razón 
por la cual los criterios, principios y derechos de confianza legítima, seguridad jurídica y de 
igualdad en materia jurisdiccional, se deben armonizar respecto del principio de autonomía judicial. 
 
En tal línea, el Consejo de Estado, a través de una serie de interpretaciones concretas, ha 
establecido una serie de posturas jurisprudenciales que por su estructura y contenido resultan 
siendo muy discentes, ya que por un lado establece que los precedentes jurisprudenciales solo 
tienen efectos hacía el futuro y no retroactivos por cuanto estos deben “debe ceñirse a los principios 
de seguridad jurídica y de irretroactividad” (Sentencia 2017-306, 2017), y por el otro determina 
que estos están dotados de fuerza vinculante peculiar (sui generis) la cual no implica que su 
seguimiento y cumplimiento sea irrestricto, por cuanto su vinculatoriedad no se traduce en la 
negación del margen de autonomía e independencia que la Constitución Política de 1991 le ha 




Verbigracia a la interpretación dada a los alcances y fuerza vinculante del precedente 
jurisprudencial por parte del Consejo de Estado, se debe tener en cuenta que, 
 
la fuerza vinculante reconocida a los precedentes, la regla de decisión fijada en una 
sentencia debe ser tomada en cuenta al resolver casos posteriores que tengan los 
mismos supuestos fácticos y jurídicos. De este modo, debido a la casi permanente 
necesidad actual de interpretación de los textos constitucionales y legales como 
condición para su aplicación, al dirimir una controversia en particular, las decisiones 
judiciales definen en paralelo reglas que son vinculantes para la resolución de casos 
similares futuros, a ser decididos por el mismo juez o por sus inferiores jerárquicos. 
Así, con independencia de los eventuales efectos interpartes del decisum de la 
mayoría de fallos judiciales (salvo casos puntuales como, p. ej., los de la acción de 
inconstitucionalidad o de nulidad simple, a los que son inherentes efectos erga 
omnes), las consideraciones sobre las que se fundamenta la decisión, holding o ratio 
decidendi se constituyen en una regla de derecho judicialmente establecida. Por este 
motivo los efectos de las sentencias van hoy más allá del caso concreto para el cual 
fueron dictadas y el juez trasciende su tradicional papel de mero aplicador del 
Derecho. (Sentencia 2088165, 2016) 
 
No obstante, lo anterior, 
 
ello no se traduce en la total negación del margen de autonomía e independencia 
que la Constitución les reconoce en el ejercicio de su función. Ello, como expresión 
30 
 
de la especialidad de la fuerza vinculante que se le ha reconocido a los precedentes, 
en virtud de la cual se ha entendido legítimo que bajo determinadas condiciones, el 
juez prima facie obligado a seguir el precedente vinculante, se aparte de él. Esto, 
habida cuenta que, a la vista de la garantía constitucional de la autonomía judicial 
(artículo 228), “en nuestro sistema de fuentes se encuentra excluida una vinculación 
judicial absoluta a los precedentes (artículo 230 CP). Lo anterior se traduce en el 
reconocimiento de un conjunto de supuestos en los cuales resulta legítimo apartarse 
(Sentencia 2088165, 2016) 
 
En concordancia a lo dicho, es notable que si bien los precedentes jurisprudenciales tienen 
fuerza vinculante, esta no resulta siendo absoluta sino peculiar o relativa, comoquiera que ante la 
existencia de elementos de juicio suficientes, y de criterios interpretativos y argumentativos 
sólidos, procede la modificación del mismo por parte de la misma autoridad que lo expidió, así 
como del apartamiento total o parcial del mismo por parte de estos o de los inferiores jerárquicos, 
situaciones estas que debe ser analizada con detenimiento para la definición de los criterios y/o 










CAPÍTULO II- DE LA APLICACIÓN DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL: 
IMPLICACIONES JURÍDICAS Y EFECTOS 
 
1. Implicaciones jurídicas de la aplicación del precedente jurisprudencial. 
 
Dentro de los criterios relativos a los efectos que tiene el precedente jurisprudencial dentro 
del ordenamiento jurídico colombiano, es necesario manifestar que, si bien este es de creación por 
parte del Estado Jurisdiccional, dadas las connotaciones de la elevación de la jurisprudencia a no 
ya una mera fuente auxiliar, se considera que este trae consigo una serie de efectos jurídicos a título 
de las implicaciones jurídicas derivados de su estructuración y aplicación concreta. 
 
De esto, el precedente como emanación de la actividad que ejecuta el Estado Jurisdiccional, 
en sí involucra un proceso lógico de análisis y de abstracción jurídica, ello en aras de establecer un 
significado propio a las normas jurídicas positivas, así como para otorgarles una concreción a su 
contenido para la resolución de los casos concretos, por ser la norma una expresión de la voluntad 
del legislador de carácter general y abstracta (Sentencia C- 893, 1999) que debe ser aplicada 
directamente a la vida, no solo jurídica sino inclusive social, económica y política.  
 
En esa vía, desde la óptica constitucional, tal como lo ha señalado el Tribunal 
Constitucional, la existencia del precedente jurisprudencial emanado de las Altas Cortes no implica 
en sí un desconocimiento o trasgresión a la disposición contenida en el artículo 230 constitucional, 
comoquiera que es la misma Constitución Política de 1991 la que le otorga a los órganos de cierre 
la obligación y competencia para que estos unifiquen la jurisprudencia de cada una de sus 
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respectivas jurisdicciones, por cuanto con esta actividad se permite la concreción, bajo parámetros 
de igualdad y de seguridad jurídica, de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas 
positivas, y con ello se protegen derechos y principios de mayor entidad jurídica, como los 
fundamentales y las garantías constitucionales a nivel procesal, protegiéndose la constitución 
misma, ya que  
 
cuando el precedente emana de los altos tribunales de justicia en el país (Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado), adquiere un 
carácter ordenador y unificador que busca realizar los principios de primacía de la 
Constitución, igualdad, confianza, certeza del derecho y debido proceso. 
Adicionalmente, se considera indispensable como técnica judicial para mantener la 
coherencia del ordenamiento. 
  
En la práctica jurídica actual, las instancias de unificación de jurisprudencia son 
ineludibles, debido a que el derecho es dado a los operadores jurídicos a través de 
normas y reglas jurídicas que no tiene contenidos semánticos únicos. Por tanto, el 
derecho es altamente susceptible de traer consigo ambigüedades o vacíos que 
pueden generar diversas interpretaciones o significados que incluso, en ocasiones 
deriva de la propia ambigüedad del lenguaje. Eso genera la necesidad de que, en 
primer lugar, sea el juez el que fije el alcance de éste en cada caso concreto y, en 
segundo lugar, de que haya órganos que permitan disciplinar esa práctica jurídica 




Así las cosas, el precedente jurisprudencial se erige como un elemento que dota a las 
decisiones judiciales horizontales (de igual jerarquía, o aquellas definidas como las “sentencias 
fijadas por autoridades de la misma jerarquía o el mismo operador judicial” (Sentencia C-034, 
2014)) o verticales (de mayor a menor jerarquía, o definidos como los “lineamientos sentados por 
las instancias superiores encargadas de unificar jurisprudencia dentro de la respectiva jurisdicción 
o a nivel constitucional.” (Sentencia C-034, 2014)), de seguridad jurídica por cuanto es a través de 
este que se exponen los criterios y reglas de interpretación normativa, así como la forma en cómo 
se debe adoptar una decisión que resuelva el problema jurídico expuesto ante el Estado 
Jurisdiccional, limitando “la autonomía judicial del juez, en tanto debe respetar la postura del 
superior, ya sea de las altas cortes o de los tribunales” (Sentencia SU-354, 2017).  
 
En ese contexto, y respecto de la vinculación de los Jueces de la República respecto del 
precedente vertical, se tiene que estos 
 
deben fundamentar sus decisiones, no en criterios ad-hoc, caprichosos y 
coyunturales, sino con base en un principio general o una regla universal que han 
aceptado en casos anteriores, o que estarían dispuestos a aplicar en casos semejantes 
en el futuro. Y es que no puede ser de otra forma, pues de los jueces se espera que 
resuelvan adecuadamente los conflictos, pero no de cualquier manera, sino con 
fundamento en las prescripciones del ordenamiento. El juez debe entonces hacer 
justicia en el caso concreto, pero de conformidad con el derecho vigente, por lo cual 
tiene el deber mínimo de precisar la regla general o el principio que sirve de base a 




Al respecto, y en esa misma vía, el Consejo de Estado indica la importancia del precedente 
jurisprudencial, de cara al análisis propio de la unificación de la jurisprudencia que para el caso 
propio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa constituye el precedente mismo, indicando 
que  
 
al existir cierto grado de indeterminación en las normas jurídicas y multiplicidad de 
operadores judiciales y administrativos que pueden llegar a entendimientos distintos 
sobre su alcance, resulta necesario que los órganos de cierre de las distintas 
jurisdicciones cumplan una función de unificación jurisprudencial que brinde a la 
sociedad “cierto nivel de certeza respecto de los comportamientos aceptados dentro 
de la comunidad” y se garantice el derecho constitucional a que las decisiones “se 
funden en una interpretación uniforme y consistente del ordenamiento jurídico” 
(seguridad jurídica).  Lo anterior es fundamental en la formulación del Estado Social 
de Derecho, en el cual no basta la sola enunciación constitucional de la igualdad 
formal ante la ley, sino que es necesario “además que en la aplicación de la ley las 
personas reciban un tratamiento igualitario”. (Concepto No 2177, 2013) 
 
De este entendido, nace un criterio adicional que si bien no es un elemento que permite 
decidir los casos directamente, sí implica un deber de seguimiento para todo Juez de la República 
sin importar su nivel o jerarquía, comoquiera que en razón a la existencia y reconocimiento de la 
fuerza vinculante del precedente jurisprudencial nace un criterio de disciplinaria judicial o 
jurisprudencial, enmarcándose este en el deber directo de que los jueces armonicen sus decisiones 
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respetando criterios racionales mínimos, los cuales se encuentran consagrados en las sentencias 
que son de guía o base para la existencia del precedente, toda vez que  
 
los jueces tienen una obligación positiva de atender los materiales legitimados en 
los cuales se expresa el derecho.  Y uno de esos materiales, es, ahora, la 
jurisprudencia que se viene a agregar a los ya tradicionales (Constitución y ley). Por 
ende el deber de atender los precedentes, resulta consustancial al ejercicio armónico 
de la función judicial, no sólo en atención a las decisiones propias y de los 
superiores, sino en armonía con los alcances mismos de la Constitución. (Sentencia 
T- 292, 2006). 
 
Bajo tales aspectos, la seguridad jurídica, dentro del marco del Estado Jurisdiccional, surge 
en razón a la sujeción por parte de los demás Jueces de las demás jurisdicciones respecto de las 
decisiones que han sido implementadas por parte de las Altas Cortes vía el precedente 
jurisprudencial, ya que con la aplicación de estos precedentes es que se crean conceptos, categorías 
y reglas aplicables de manera uniforme y homogénea, además que se definen decisiones uniformes 
y consistentes que protegen al ordenamiento jurídico y a la misma constitución, dotando al Estado 
Jurisdiccional de seguridad jurídica jurisdiccional en tanto 
 
la certeza que la comunidad jurídica tenga de que los jueces van a decidir los casos 
iguales de la misma forma es una garantía que se relaciona con el principio de la 
seguridad jurídica. La previsibilidad de las decisiones judiciales da certeza sobre el 
contenido material de los derechos y obligaciones de las personas, y la única forma 
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en que se tiene dicha certeza es cuando se sabe que, en principio, los jueces han 
interpretado y van a seguir interpretando el ordenamiento de manera estable y 
consistente.  Esta certeza hace posible a las personas actuar libremente, conforme a 
lo que la práctica judicial les permite inferir que es un comportamiento protegido 
por la ley. (Sentencia C-836, 2001) 
 
Por otro lado, y no de menor categoría, la confianza legítima jurisdiccional, que tiene 
efectos directos sobre el principio y derecho a la igualdad, nace en razón a esa aplicación reiterada 
de conceptos, categorías y reglas jurisprudenciales de interpretación y de aplicación normativa 
decantadas en la ratio decidendi, lo cual tiene en sí una incidencia subjetiva respecto de la confianza 
que guardan los ciudadanos en materia de la sujeción y existencia perenne de este precedente para 
la resolución de casos concretos y análogos futuros a los ya decididos, comoquiera que la 
jurisprudencia, o mejor aún el precedente jurisprudencial, al ser emitido como tal a través de 
decisiones reiteradas por parte del mismo órgano jurisdiccional, o por expresa decisión normativa, 
constituye una verdad jurídica infranqueable que le impone a los ciudadanos el sometimiento a 
estos conceptos, categorías y reglas respecto del alcance y decisión de los casos que sometan a la 
voluntad del Estado Jurisdiccional, envolviendo esto que ante el cumplimiento de los conceptos, 
categorías y reglas jurisprudenciales, el ciudadano tiene la confianza de que sus casos o 
controversias serán decididos por el Estado Jurisdiccional de la misma forma en que se resolvieron 
casos anteriores, dado que 
 
ante la complejidad de la sociedad, existe, de igual forma, una experiencia 
compartida, es decir, una pluralidad de conflictos sociales análogos, que imponen 
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un trato igualitario por parte de las autoridades a la hora de darles solución jurídica, 
ya sea vía administrativa o judicial. Lo anterior, incide directamente en que los 
asociados, al momento de acceder a la administración de justicia, lo llevaran a cabo 
con la confianza de que su problema le será resuelto conforme a decisiones 
anteriores en casos idénticos o similares. Y es ello, el punto de partida que ha hecho 
de la jurisprudencia un momento para hacer justicia, en aras de la realización de la 
igualdad material y la confianza legítima. La Corte Constitucional consciente de 
esta situación, ha propugnado por dotar de fuerza normativa a las sentencias de las 
altas cortes dentro de cada jurisdicción, proceso que viene desde la noción de la 
doctrina probable: la que otorgaba poder vinculante a una pluralidad de decisiones 
uniformes respecto de un mismo asunto, lo que servía de dirección a los jueces para 
resolver los conflictos de derecho, en asuntos de su competencia. Por tal motivo, en 
desarrollo de esta noción, la jurisprudencia fue adquiriendo el valor que hoy día 
ostenta, lo que ha sido captado por la nueva normativa contenciosa. (Auto 46213, 
2013) 
 
Así, y en lo atinente al derecho a la igualdad en asuntos netamente del precedente 
jurisprudencial, el mismo Consejo de Estado dentro de una decisión concreta establece y define 
estos derechos fundamentales en la actividad jurisdiccional propiamente dicha, indicando que 
 
ese cuestionamiento tiene su génesis en el principio de igualdad, el que se ha hecho 
operativo a través de un derecho, y a su vez, se ha subdividido en dos garantías a 
saber: igualdad ante la ley e igualdad de trato por parte de las autoridades. Esta 
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última, impone un deber a todo el aparato estatal, que consiste en hacer material ese 
igual trato propugnado, y ello debe ser observado por todas las instituciones públicas 
en cumplimiento de sus deberes, y el órgano jurisdiccional no escapa de ello. Por lo 
tanto, en el ejercicio de la administración de justicia, debe observarse con sigilo la 
realización de este principio, y ello se materializa a la hora de proferir decisiones en 
conflictos jurídicos puestos a su consideración, en los que se tendrá a la 
Jurisprudencia, como eje clave para la resolución de esos asuntos, pues en la medida 
en que se presente una misma situación de hecho y de derecho, se acudirá a ella para 
darle solución en derecho y en justicia a los conflictos. (Auto 46213, 2013) 
 
De lo ampliamente explicado, con la aplicación de precedente jurisprudencial, a título de 
las implicaciones jurídicas que tiene esta situación para el ordenamiento jurídico, resulta siendo 
claro que trae consigo efectos positivos entretanto permite de la concreción, uniformidad y decisión 
homogénea de los casos concretos, dotando a su vez a estas decisiones de seguridad jurídica, y 
obligando al Estado Jurisdiccional a otorgar el mismo trato a los ciudadanos en materia judicial 
respecto de la decisión de sus casos, por cuanto la actuación del Estado, incluido el Estado 
Jurisdiccional, se debe basar en el principio y derecho constitucional a la igualdad, y en sí bajo la 
emanación propia del principio de la buena fe  y de la confianza legítima, en tanto a que 
 
la uniformidad de las decisiones adoptadas por los jueces permite, entonces, que los 
ciudadanos tengan certeza sobre el ejercicio de sus derechos y la efectividad de los 
mecanismos para su protección, con lo cual se concreta la seguridad jurídica y la 
igualdad en las actuaciones judiciales. Para ello, la jurisprudencia ha fijado 
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diferentes instrumentos: (i) la Constitución reconoce que la actividad de los jueces 
está sometida al imperio de la ley, “lo que constituye no solo una garantía de 
autonomía e imparcialidad, sino también de igualdad en tanto el punto de partida y 
llegada de toda la actuación judicial es la aplicación de la ley”; (ii) la ley establece 
un conjunto de pautas orientadoras para resolver los diferentes problemas que se 
suscitan al interpretar y aplicar las normas jurídicas; (iii) la Constitución ha previsto 
órganos judiciales que tienen entre sus competencias “la unificación de 
jurisprudencia como forma de precisar con autoridad y vocación de generalidad el 
significado y alcance de las diferentes áreas del ordenamiento jurídico”; (iv) la 
jurisprudencia constitucional ha incorporado un grupo de doctrinas que, como la 
cosa juzgada y el deber de respeto del precedente judicial, “tienen entre sus 
propósitos garantizar la estabilidad de las decisiones y reglas judiciales fijadas con 
anterioridad”; y (v) algunos estatutos como el CPACA incorporan normas que 
tienen por propósito asegurar la eficacia de la jurisprudencia unificada del Consejo 
de Estado a través, por ejemplo, de su extensión (arts. 10 y 102). (Sentencia SU-
354, 2017) 
 
Es, entonces, que conforme lo expresado se tiene que, con la estructuración y seguimiento 
del precedente jurisprudencial previamente establecido, que el ordenamiento jurídico colombiano 
se dota de fuerza vinculante, de seguridad jurídica, de igualdad y de confianza legítima, 
permitiendo la realización de los fines esenciales del Estado (Secretaria Senado de la República, 




2. Efectos de la aplicación del precedente jurisprudencial: ¿efectos retroactivos, retrospectivos 
o hacía el futuro? 
 
Ahora, y en un asunto diverso a lo tratado anteriormente, es necesario realizar un análisis y 
un estudio que permita dilucidar un cuestionamiento adicional y anexo a lo presentado, y esto tiene 
su asidero respecto de la aplicación del precedente jurisprudencial, en lo referente a si estos se 
pueden aplicar con efectos retroactivos, retrospectivos o hacía el futuro, lo cual implica entonces 
determinar si el precedente jurisprudencial una vez existe en un período actual puede ser usado 
para resolver situaciones jurídicas y casos concretos que nacieron y fueron dispuestos al 
conocimiento del Estado Jurisdiccional antes de su existencia y/o formulación, situación que ha 
suscitado problemáticas respecto de los efectos de la aplicación del mismo. 
 
Este escenario, respecto de la existencia o cambio en el precedente jurisprudencial no solo 
deriva de la evolución del derecho mismo que se ajusta a los cambios legales, sociales, políticos, 
económicos, internacionales y culturales, sino que también estriba en la demora judicial, es decir, 
entre los tiempos de inicio y finalización de los procesos judiciales, sean estos en única, primera o 
segunda instancia, inclusive de aquellos que por la connotación de sus condiciones particulares 
pueden llegar a las Altas Corte para su decisión final a través de los recursos extraordinarios 
procesalmente previstos, situación de la que el Consejo Superior de la Judicatura -CSJ- ha emitido 
estudios completos que permiten dilucidar la duración de los diversos tipos de procesos existentes 




Adentrándonos en el contexto de lo que se plantea, si bien el derecho avanza, muta y 
evoluciona, lo cierto es que existen ciertos interrogantes respecto de la vigencia y aplicabilidad del 
precedente jurisprudencial, lo que y en aras de poder dar un mayor entendimiento de lo pretendido 
en este subcapítulo, es que se ofrece una imagen didáctica en aras de entender los efectos del avance 
del precedente mismo, así,  
 






De lo anterior, entonces, se parte por reafirmar lo ordenado en el artículo 11 del Código 
Civil (Ley 84 de 1873), el cual de manera directa define que la ley tiene efectos desde el día en que 
esta se promulga, lo que es en sí la inserción de esta norma en el Diario Oficial, dando lugar 
entonces a que por regla general las leyes no son retroactivas, sino que sus efectos son hacía el 
futuro. 
 
Si bien las leyes no son retroactivas conforme lo indica el artículo citado, se tiene entonces 
que para la fecha en que está temática fue definida no existía consideración respecto de la 
importancia propia de las decisiones judiciales, comoquiera que la jurisprudencia no era 
considerada en sí como una fuente de derecho, lo cual daría lugar, en un primer momento, a que 
no le fuese aplicable a esta las consideraciones del artículo 11 citado. 
 
No obstante lo anterior, y con la promulgación de la Constitución Política de 1991 y su 
entrada en vigencia, y tal como ya se indicó de manera suficiente, el artículo 230 estableció una 
lista de fuentes del derecho colombiano, incluyéndose como criterio auxiliar a la jurisprudencia, 
pero qué, y en interpretación armónica y constitucional dada por parte de la Corte Constitucional 
desde sus inicios, es notable que hoy por hoy el precedente jurisprudencial no es ya un mero criterio 
auxiliar y se ha convertido ineludiblemente en una fuente obligatoria, tan así que el sometimiento 
de los jueces de igual jerarquía y de inferior jerarquía se erige como una temática de seguridad 
jurídica, de confianza legítima, de trato igualitario, y por sí de disciplina judicial, lo que ha 




Bajo tal vista, resulta no siendo descabellado la aplicación de la consideración apuntalada 
por parte del artículo 11 del Código Civil, sin embargo, y en materia de la vigencia del precedente 
jurisprudencial siguen existiendo dudas, estándose que sobre la vigencia de estos  la Corte 
Constitucional de manera reiterada ha realizado análisis, estudios y ha emitido diversas sentencias 
que permiten definir la vigencia y validez de las sentencias de esta, esto en lo que respecta a la 
fuerza vinculante de sus decisiones, teniéndose como reiteración, y precedente mismo, que sus 
decisiones en sede de tutela son obligatorias tanto para los jueces como para las autoridades 
administrativas (Sentencia C-539, 2011), pero que y en materia de sus efectos temporales, es decir 
su vigencia, se tiene que existen posturas no pacíficas. 
 
Jurisprudencialmente, para el año 1993, la Corte Constitucional adoptó una decisión que 
daría lugar a una división jurídica en materia de las decisiones que se pueden adoptar, esto en razón 
a que determinó que para los efectos de los procesos de carácter penal, policivo y disciplinario, los 
efectos de sus decisiones podrían afectar procesos iniciados de manera anterior a la existencia del 
nuevo precedente jurisprudencial, dando lugar esto a la existencia de la aplicación retroactiva del 
mismo, ello inclusive bajo la limitante de que solo sería esta Corporación la que decidiera, dentro 
de la sentencia que se constituye como precedente jurisprudencial, el efecto y vigencia temporal 
de la misma, lo cual buscó armonizar bajo el postulado de que trata el artículo 241 constitucional 
(Sentencia C-113, 1993). 
 
Ahora, la cuestión problemática gira en torno a las procesos que no sean de carácter penal, 
policivo y disciplinario, en los que se entendería que al no estar dentro de las excepciones 
establecidas en la Sentencia C-113 de 1993, los efectos de las sentencias que emita la Corte 
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Constitucional en los demás asuntos serían hacía el futuro, pero que y  a través de otra decisión de 
constitucionalidad del año 1996, esta misma Corporación estableció, en contrario sensu, que es la 
Corte Constitucional la única que puede determinar los efectos y la vigencia temporal de sus 
decisiones, esto al declarar inexequible varios apartes del artículo 45 de la Ley 270 de 1996 que 
pretendía dar unos condicionamientos a los efectos y vigencias temporales de sus decisiones 
(Sentencia C-037, 1996). 
 
Es, entonces, que queda clara la situación anterior, en la que las decisiones que adopte la 
Corte Constitucional además de constituirse precedente jurisprudencial de obligatorio seguimiento, 
es esta tiene el poder para determinar su vigencia temporal, es decir, que puede un precedente 
jurisprudencial nuevo ser el insumo para adoptar una decisión de un caso sucedido y puesto a 
conocimiento de los Jueces de la República antes de la existencia del mismo, situación que en 
nuestro concepto daría lugar a inseguridad jurídica por la falta de determinación del precedente 
aplicable, y a la ineludible situación de que ante un cambio de postura por parte de esta Corporación 
se estaría a la merced de una nueva decisión que podría ser contraria inclusive al precedente 
jurisprudencial anterior y aplicable al caso concreto. 
 
De la problemática evidenciada, es necesario e importante afirmar que esta situación no ha 
sido pacífica como se comentó líneas anteriores, por cuanto en concepto del Consejo de Estado, 
las sentencias, inclusive las que emita la Corte Constitucional, deben tener efecto hacía el futuro, 
esto en aplicación del principio de seguridad jurídica, de confianza legítima y de igualdad tanta 
veces indicado, lo que daría lugar sin dudas, a que la interpretación correcta y constitucionalmente 
admisible sería que las decisiones que adopte la Corte Constitucional, el Consejo de Estado, la 
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Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior de la Judicatura solo tendrían efectos hacía el 
futuro, esto siempre y cuando exista ya una postura o un precedente jurisprudencial decantando o 
unificado que regule una situación específica que no puede ser desconocido con la variación del 
precedente jurisprudencial so pena de causar daños al ciudadano (Sentencia 1590-01, 2017), ya 
que, 
 
(…) la vigencia de las reglas o enunciados jurídicos en el tiempo tiene que 
fundarse en el principio de la seguridad jurídica, porque la existencia de 
normas, sea cual fuere su naturaleza, ciertas y seguras, no solo realizan este 
valor, sino que son presupuesto indispensable para la realización de otros 
superiores como la justicia. 
 
En esas condiciones, la vigencia o aplicación de las sentencias de 
constitucionalidad, por vía del control abstracto, verdaderas reglas jurídicas, 
según lo dispone nuestro Tribunal Constitucional, debe ser hacia hacia el 
futuro, conforme lo contempla el art.45 de la Ley 270 de 1996. 
 
Y esa misma conclusión puede predicarse de las sentencias de revisión de 
tutelas, más cuando se tratan de unificación, en la medida en que estas últimas 
establecen o varían un precedente interpretativo, que son verdadero enunciado 





Y si a esto se agrega el derecho al debido proceso, no puede perderse de vista que 
la aplicación de la norma general -como lo es la regla que se fija en ese tipo de 
sentencias- a situaciones particulares y concretas, debe regir para aquellas 
situaciones futuras o pendientes, pero nunca para las definidas con 
anterioridad a la regla, esto es, no puede afectar las situaciones jurídicas definidas 
o consolidadas. (negrilla fuera de texto) (Sentencia 1590-01, 2017) 
 
Por otro lado, la pregunta concreta sería, y si para el caso concreto no existe una regla 
definida o un precedente jurisprudencial unificado, o más bien, no existen decisiones pacíficas 
sobre un mismo punto de hecho y de derecho, ¿podría darse una aplicación retroactiva de un 
precedente jurisprudencial que unifique y determine las reglas concretas para dar una solución 
constitucional y jurídicamente admisible a esa problemática? La respuesta, consideraríamos, sería 
un sí rotundo, esto en razón a que ante la multiplicidad de decisiones jurisprudenciales no se puede 
predicar la existencia un precedente jurisprudencial, el cual implica entonces la existencia de una 
misma línea de decisión inequívoca, lo cual y ante la determinación jurídica y decantada del mismo, 
sería necesaria, en aplicación del principio de seguridad jurídica, la aplicación retroactiva del 
mismo, siendo entonces este aspecto una situación que debe asumir el ciudadano por la prevalencia 








CAPÍTULO III: DE LA INAPLICACIÓN DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL: 
IMPLICACIONES JURÍDICAS Y CRITERIOS DE ADMISIBILIDAD 
 
1. Implicaciones jurídicas de la inaplicación total o parcial del precedente jurisprudencial. 
 
Por otro lado, y desde una óptica tangencialmente diversa a la temática propia de la 
aplicación del precedente jurisprudencial, es necesario advertir lo que ya se había indicado 
someramente respecto a la disyuntiva existente, en lo que atañe a que si bien los Jueces de la 
República se encuentran ante la obligación de seguir y aplicar el precedente jurisprudencial que 
emana de las Altas Cortes en uso de sus competencias y atribuciones constitucionales y legales, 
ello no significa que el precedente jurisprudencial, se constituya una situación inamovible, perenne, 
y que por ende implique que el derecho en sí no evolucione, ya que como es entendido, la actividad 
judicial además de seguir los parámetros constitucionales consagrados en el artículo 230 superior 
y del mismo precedente, ante diversos eventos como la variación de las fuentes del derecho e 
inclusive de los casos mismos, pueden variar el sentido del fallo o de la aplicación de este, 
reconociéndose inclusive la posibilidad de que los jueces se aparten del mismo al momento de 
adoptar decisiones que en derecho correspondan, situaciones estas que deben estar plenamente 
identificadas, plenamente argumentadas y probadas, además de que se impone un plus de carga 
judicial a los Jueces de la República que los inaplican parcial o totalmente, ya que estos deben 
analizar racional y proporcionalmente su decisión, argumentando suficientemente el porqué de este 
apartamiento parcial o total del precedente existente, toda vez que no es admisible la inaplicación 
bajo criterios irracionales, caprichosos, vagos, subjetivos y que demuestren criterios de decisión 




En tal visión, entonces, la inaplicación del precedente jurisprudencial, en principio, implica 
en sí un rompimiento con el esquema propio de los principios de la seguridad jurídica 
jurisdiccional, de la confianza legítima jurisdiccional, y por ende daría lugar a un trato desigual de 
los ciudadanos respecto del Estado Jurisdiccional, aspectos estos que crearían una situación que se 
denomina como anarquía judicial en la que “los ciudadanos no pueden conocer el contenido de sus 
derechos y de sus obligaciones. ” (Sentencia C-836, 2001); la cual genera daños a los ciudadanos 
que someten sus procesos y sus casos a la decisión del Estado Jurisdiccional de manera directa, 
comoquiera que el apartamiento del precedente jurisprudencial de manera arbitraria generaría un 
efecto negativo: el desconocimiento de derechos y obligaciones que el precedente jurisprudencial 
ordena reconocer, y con ello se estaría negando el acceso a la justicia, causándose inclusive 
mayores daños de los meramente patrimoniales, por cuanto se afecta y se lesiona con esta 
arbitrariedad judicial, derechos de carácter fundamental y humanos, aspectos propios que implican 
al existencia de responsabilidad patrimonial del Estado Jurisdiccional por la grave afectación al 
ciudadano con este tipo de decisiones judiciales, esto bajo el entendido de que  
 
Una decisión judicial que desconozca caprichosamente la jurisprudencia y trate de 
manera distinta casos previamente analizados por la jurisprudencia, so pretexto de 
la autonomía judicial, en realidad está desconociéndolos y omitiendo el 
cumplimiento de un deber constitucional. (Sentencia C-836, 2001) 
 
Así las cosas, entonces, para que la decisión adoptada por parte del Estado Jurisdiccional 
que inaplica parcial o totalmente al precedente jurisprudencial sea constitucional y legalmente 
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admisibles, deben confluir y probarse directamente, dentro del proceso judicial, una serie de 
criterios o elementos jurídicos que den a la inequívoca razón de que la decisión tiene sustento y 
fundamento, situaciones estas que serán develadas en el subsiguiente acápite en razón a que estos 
criterios y/o elementos deben ser trazados y analizados en propiedad. 
 
2. Criterios jurídicos razonables y proporcionales para la inaplicación total o parcial del 
precedente jurisprudencial: la evolución o cambio del precedente. 
 
De lo indicado, para que se den los efectos expresados respecto de la legalidad y de la 
constitucionalidad de la decisión judicial que se aparta total o parcialmente del precedente 
jurisprudencial, es necesario indicar que esta decisión judicial debe ser racional, congruente y 
suficiente, debiendo cumplir con los requisitos de que trata el artículo 280 y 281 del Código 
General del Proceso (Secretaria Senado de la República, 2019), comoquiera que el Juez que adopta 
la decisión debe demostrar justificadamente, y bajo elementos de juicio propios, las razones de 
hecho y de derecho que permiten el apartamiento total o parcial del precedente jurisprudencial 
previo, comoquiera que si bien en el ordenamiento jurídico colombiano se reconoce que la 
jurisprudencia en sí tiene fuerza vinculante, este es una fuerza normativa peculiar tal como lo 
sostiene el Consejo de Estado, procediendo de estas las modificaciones, los apartamientos totales 
o parciales, y con ello puede ser inaplicada total o parcialmente (Sentencia T-656, 2011), no siendo 
admisible, para todos los efectos, un apartamiento irracional, caprichoso y que no cumpla con la 




Sobre este aspecto, y tal como lo ha indicado el Consejo de Estado, la fuerza vinculante del 
precedente jurisprudencial no es total, comoquiera que, por su estructura propia, y en análisis 
directo respecto del principio de autonomía judicial, es tendría una fuerza delimitada, más no 
excesivamente limitada, para ser tenido en cuenta como dotado de fuerza vinculante peculiar como 
se indicó, en el que   
 
de la lectura que ha realizado la Corte Constitucional de los artículos 1, 13, 29, 228 
y 230 de la Carta, los precedentes jurisprudenciales son en Colombia fuente formal 
de Derecho y tienen, por tanto, carácter vinculante. No obstante, como se verá a 
continuación, se trata de una fuerza normativa peculiar, prima facie, que envuelve 
en sí la potestad del operador jurídico que lo aplica de apartarse eventualmente de 
la regla fijada. (Sentencia 2088165, 2016) 
 
Bajo el criterio anterior, es necesario tener en cuenta que el apartamiento y/o inaplicación 
parcial o total del precedente previo, no se puede realizar bajo operaciones irracionales, 
caprichosas, reductibles, sospechosas y no argumentadas como ya se indicó de manera tangencial, 
sino que se deben realizar bajo un estructura jurídica más fuerte, por cuanto el operador jurídico 
está ante la obligación de demostrar las razones jurídicas por las cuales decide adoptar esta decisión 
contraria al precedente previo, por cuanto 
 
una de las características fundamentales de los precedentes en tanto que reglas de 
derecho, además de tener origen judicial, ser un subproducto de un método de 
decisión casuístico y de carecer formalmente de una estructura canónica (lo que las 
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priva ab initio de un supuesto de hecho predeterminado que haga posible su 
generalización o extensión a nuevos supuestos), es la posibilidad de ser objeto de 
apartamiento o de modificación por su destinatario (esto último, en caso de tratarse 
del propio juez que lo dictó) (Sentencia 2088165, 2016) 
 
En ese contexto, y como se reconoce la situación indicada, la misma jurisprudencia a través 
de relevantes precedentes jurisprudenciales ha indicado los conceptos, categorías y reglas 
aplicables que determinan directamente la admisibilidad constitucional y jurídica de esta 
inaplicación del precedente jurisprudencial previo, debiéndose entonces demostrar la razón de 
hecho y de derecho específico que permitió la inaplicación total o parcial de este, siendo en extremo 
necesario que se dé una exhaustiva contra argumentación respecto de una serie de criterios que 
determinan que entre los casos de conocimiento de decisión existe ausencia fáctica, que existe 
disparidad respecto de la interpretación normativa previa que le ha dado el precedente 
jurisprudencial previo, así como la discrepancia o alejamiento respecto de las reglas de derecho o 
ratio decidendi que constituye la línea jurisprudencialmente propiamente dicha (Sentencia C- 621, 
2015).  
 
De tales conceptos, entonces, la Corte Constitucional ha determinado de manera general las 
dos vías por la cuales se obtienen los criterios, no definidos taxativamente, para que un operador 
judicial se aparte parcial o totalmente del precedente jurisprudencial existente, ya que esta Corte 
se ha detenido en indicar los esbozos generales de la admisibilidad argumentativa de esta situación 
sin decantar las reglas o situaciones específicas de su procedencia, manifestando que se puede 




 i) presentar de forma explícita las razones con base en las cuales se apartan del 
precedente, y ii) demostrar con suficiencia que la interpretación brindada aporta un 
mejor desarrollo a los derechos y principios constitucionales. (Sentencia T-656, 
2011) 
 
Adicionalmente, y de manera más concreta, el Consejo de Estado ha establecido los 
móviles, criterios y/o situaciones problemáticas que pueden dar lugar al apartamiento total o parcial 
de estos precedentes jurisprudenciales, indicando que esta posibilidad solo es procedente bajo una 
operación racional consciente y plenamente argumentada, bajo una serie de argumentos que han 
sido reiterados a través de la sentencia del 13 de octubre de 2016, de la Sección Primera de esta 
corporación, dentro del proceso de radicado 11001-03-24-000-2013-00257-00; indicándose que 
para la procedibilidad de esta actuación deben estar plenamente identificados, demostrados, 
probados y argumentados los siguientes criterios/elementos, 
 
en los cuales resulta legítimo apartarse de éstos, a saber: (i) la disanalogía o falta 
de semejanza estricta entre el caso que origina el precedente y el que se resuelve con 
posterioridad; (ii) una transformación significativa de la situación social, política 
o económica en la que se debe aplicar la regla definida con anterioridad con fuerza 
de precedente; (iii) un cambio en el orden constitucional o legal que sirvió de base 
a la toma de las decisiones adoptadas como precedentes; (iv) la falta de claridad o 
consistencia en la jurisprudencia que debe ser tomada como referente y (v) la 
consideración que esa jurisprudencia resulta errónea, por ser contraria a los 
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valores, objetivos, principios y derechos en los que se fundamenta el ordenamiento 
jurídico. (Negrilla fuera de texto) (Sentencia 02074, 2013). 
 
Bajo las técnicas concretas que derivan de los elementos anteriores, se tiene la existencia 
de las siguientes, 
 





Elaboración propia con base a los criterios fijados por Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del 13 de octubre de 2016, radicado 
11001-03-24-000-2013-00257-00. 
 
Así, entonces, será procedente, constitucional y legamente admisible un apartamiento 
parcial o total del precedente jurisprudencial previo si dentro de la decisión judicial existe una 
fuerte contraargumentación que permita dilucidar y tener más allá de cualquier duda razonable, la 
existencia de criterios reales para que se dé esta situación, que de no cumplirse ni de suplirse de 
estos elementos, criterios y técnicas hermenéuticas, nos encontramos en el evento de un 
apartamiento que no cumple con los requisitos constitucionales y legales, y por ende la decisión 
sería arbitraria, caprichosa, subjetiva y no sopesada, la cual podría generar daños en contra del 














CAPÍTULO IV- DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO JURISDICCIONAL POR 
LA INAPLICACIÓN TOTAL O PARCIAL DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL: 
RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD Y TÍTULOS IMPUTACIÓN 
 
1. Del error jurisdiccional como tesis básica de responsabilidad patrimonial del Estado por las 
situaciones derivadas de un proceso judicial. 
 
Iniciándose, se debe expresar que la tesis del error jurisdiccional, tal como la conocemos hoy 
en día, no nació ni surgió con la promulgación y entrada en vigencia de la Constitución Política de 
1991, sino que durante la vigencia de la Constitución de 1886 la Corte Suprema de Justicia y el 
Consejo de Estado emitieron diversos fallos condenando al Estado Colombiano (antes Estados 
Federados) en razón a las actuaciones y decisiones que los Jueces adoptaban (Torres Bayona, 
2011), situación esta que posteriormente se estructuró y se positivizó en la Ley 270 de 1996, la 
cual en su artículo 65, 66, 67 y 69 determinó la existencia y los presupuestos esenciales para su 
configuración (Secretaria del Senado de la República de Colombia, 2019). 
 
De esto, dentro de la estructura normativa de esta tesis de responsabilidad, que en la 
actualidad tiene su fundamento constitucional en lo previsto en el artículo 90 de la Constitución 
Nacional de 1991 (Secretaria Senado de la República, 2019), se considera que para su 
estructuración es necesaria la demostración de la existencia de una decisión judicial en firme 
contraria a la ley conforme lo manifiesta el artículo 66 de la Ley 270 de 1996 (Secretaria del Senado 
de la República de Colombia, 2019), que conexo a lo previsto en el artículo 65 ibidem, se guía bajo 
la premisa de la falla en el servicio. 
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En este aspecto, es de resaltar que la Corte Constitucional al analizar la constitucionalidad de 
los artículos ya citados, determinó inicialmente que su estructuración se realiza con base a la 
existencia o no de una vía de hecho judicial (Sentencia C-037, 1996), definida esta como  “un 
verdadero límite sustancial a la discrecionalidad de los servidores públicos, quienes, en el 
desempeño de sus funciones, no pueden interpretar y aplicar arbitrariamente las normas” 
(Sentencia T- 079, 1993), en la que resulta siendo imperante la valoración de criterios subjetivos 
del juzgador que adopta la decisión, por cuanto el criterio principal de la vía de hecho judicial es 
una actuación caprichosa y arbitraria (Sentencia T-335, 2008) que va en contravía de la 
Constitución, de las normas jurídicas aplicables, de una indebida valoración probatoria, e inclusive 
del no sometimiento y aplicación del precedente jurisprudencial previo. 
 
Sobre este aspecto, el de la via de hecho judicial, se fue ajustando con el tiempo relegándose 
este término o expresión a la consideración de una serie de causales de procedibilidad de la acción 
de tutela en contra de sentencias judiciales, siendo unas de carácter genéricas y otras de carácter 
específicas a título de defectos que dan lugar a la decisión (Sentencia T-587, 2017), quedando en 
claridad que para “la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales 
está condicionada a la estricta verificación del cumplimiento de todos los requisitos genéricos y, 
por lo menos, de algunos de los materiales de procedibilidad” que en caso de no verificarse dentro 
de una acción de tutela la no aplicabilidad los criterios generales y de los específicos para su 
procedibilidad en contra de las decisiones judiciales, dan lugar a que se proteja la cosa juzgada y 
la seguridad jurídica, por cuanto la acción de tutela no erije como una tercera instancia (Sentencia 
T-906, 2005), o para subsanar los yerros de los actores dentro del trámite judicial (Sentencia 1783-
01, 2014), o de inclusive como acción de amparo ante la existencia de discrepancias de criterio 
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frente a interpretaciones normativas o probatorias de quienes son los jueces naturales (STL 3639, 
2020). 
 
Ahora bien, y en el aspecto de la responsabilidad del Estado por error judicial, en la sentencia 
de constitucionalidad del año 1996, este Tribunal Constitucional fue más allá y delimitó los efectos 
de la norma en comento, comoquiera que estableció que solo era posible el juicio de 
responsabilidad respecto de aquellas sentencias en firme que hubiesen sido emitidas por aquellos 
jueces de menor jerarquía, esto bajo el entendido de que las decisiones de las Altas Cortes, por su 
talante de unificación no eran objeto de esta revisión, por un lado ante la inexistencia de Juez 
Superior, y para el caso de la Corte Constitucional por su talante de Juez máximo de lo 
constitucional (Sentencia C-037, 1996), toda vez que, 
 
Sentadas las precedentes consideraciones, conviene preguntarse: ¿Respecto de las 
providencias proferidas por las altas corporaciones que hacen parte de la rama 
judicial, cuál es la autoridad llamada a definir los casos en que existe un error 
jurisdiccional? Sobre el particular, entiende la Corte que la Constitución ha 
determinado un órgano límite o una autoridad máxima dentro de cada jurisdicción; 
así, para la jurisdicción constitucional se ha previsto a la Corte Constitucional (Art. 
241 C.P.), para la ordinaria a la Corte Suprema de Justicia (art. 234 C.P.), para la 
contencioso administrativa al Consejo de Estado (Art. 237 C.P.) y para la 
jurisdiccional disciplinaria a la correspondiente sala del Consejo Superior de la 
Judicatura (Art. 257 C.P.). Dentro de las atribuciones que la Carta le confiere a cada 
una de esas corporaciones, quizás la característica más importante es que sus 
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providencias, a través de las cuales se resuelve en última instancia el asunto bajo 
examen, se unifica la jurisprudencia y se definen los criterios jurídicos aplicables 
frente a casos similares. En otras palabras, dichas decisiones, una vez agotados 
todos los procedimientos y recursos que la ley contempla para cada proceso judicial, 
se tornan en autónomas, independientes, definitivas, determinantes y, además, se 
convierten en el último pronunciamiento dentro de la respectiva jurisdicción. Lo 
anterior, por lo demás, no obedece a razón distinta que la de garantizar la seguridad 
jurídica a los asociados mediante la certeza de que los procesos judiciales han 
llegado a su etapa final y no pueden ser revividos jurídicamente por cualquier otra 
autoridad de la rama judicial o de otra rama del poder público. 
  
En virtud de lo anterior, la Corte juzga que la exequibilidad del presente artículo 
debe condicionarse a que no es posible reclamar por la actuación de las altas 
corporaciones de la rama judicial, una responsabilidad del Estado a propósito del 
error jurisdiccional, pues ello equivaldría a reconocer que por encima de los órganos 
límite se encuentran otros órganos superiores, con lo cual, se insiste, se 
comprometería en forma grave uno de los pilares esenciales de todo Estado de 
derecho, cual es la seguridad jurídica.  Por lo demás, cabe anotar que es materia de 
ley ordinaria la definición del órgano competente y del procedimiento a seguir 
respecto de la responsabilidad proveniente del error en que incurran las demás 





A pesar de a lo indicado por la Corte Constitucional en la sentencia precedente, esta postura 
en el seno de la responsabilidad del Estado, en lo que respecta a las decisiones judiciales de las 
Altas Cortes, no se constituye una verdad infranqueable ya que el Consejo de Estado, desde lo 
considerado en la Sentencia del 4 de septiembre de 1997 dentro del expediente 10285, determinó 
que excepcionalmente podrían ser revisas, en el seno de un proceso de responsabilidad patrimonial 
del Estado, las decisiones judiciales que hayan sido emitidas por las Cortes de cierre, esto bajo el 
análisis de los presupuestos jurídicos determinados en la Ley 270 de 1996 que permiten la 
configuración del error jurisdiccional, por lo que y a partir de esta sentencia, se sentó las bases 
judiciales que permitieron reconocer que no existe razón legalmente admisible que apruebe 
pregonar que las decisiones de estos máximos Tribunales no puedan ser objeto de revisión por parte 
del Juez Contencioso Administrativo (Sentencia 28641, 2014), lo anterior bajo el entendido 
específico de que “la responsabilidad patrimonial del Estado y el artículo 90 no excluyen a ninguna 
autoridad pública como agente del daño” (Sentencia 24841, 2013). 
 
Ahora, y si la discusión judicial se circunscribe respecto de los presuntos efectos nocivos que 
podría tener la revisión en sede judicial de una sentencia emitida por una Alta Corte, es necesario 
comprender, como lo manifiesta de manera tajante el Consejo de Estado, que el análisis de la 
sentencia judicial, y la posible declaración de la existencia de error judicial o jurisdiccional no 
implica per sé una interferencia del Juez Contencioso Administrativo en lo que respecta  a la cosa 
juzgada, ya que el juicio administrativo no se constituye una instancia que reviva términos 
judiciales, sino que va encaminada a la revisión de la existencia o no de responsabilidad patrimonial 
del Estado por la decisión judicialmente adoptada, la cual por supuesto debe estar en firme y debió 
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haberse agotado todos los recursos ordinarios y extraordinarios existentes para controvertirla ante 
sus jueces e instancias naturales (Sentencia 24841, 2013). 
 
En otro punto, y en lo concerniente a la estructuración del error judicial o jurisdiccional, es 
importante tener en cuenta que su configuración jurídica no obedece en sí a la existencia de 
responsabilidad subjetiva o de criterios netamente subjetivos del juzgador por cuanto este error se 
circunscribe en la estricta valoración de legalidad de la decisión judicial, no importando entonces 
el elemento subjetivo de la culpabilidad, toda vez que el fallo objeto de revisión en sede de 
responsabilidad se debe confrontar con el ordenamiento jurídico que le era aplicable a esta, así 
como respecto de aquellos derechos fundamentales que resultaron lesionados (Gil Botero, 
Responsabilidad extracontractual del Estado, 2007). 
 
Por otro lado, y tal como de manera pacífica el Consejo de Estado lo ha enseñado, dentro del 
proceso o procedimiento que se lleve a cabo para determinar la existencia del error judicial, es 
ineludible el considerar el conjunto de los actos procesales que integran el proceso por cuanto la 
decisión judicial no se constituye un elemento aparte o autónomo dentro del debate judicial que 
dio a lugar a ella, por lo que resulta imperioso “analizarse mediante el estudio de los otros actos 
procesales, demanda, contestación, pruebas, etc. Pues sólo de esta manera es dable deducir la 
inconformidad de la providencia con el deber ser definido por el ordenamiento jurídico, en su 
aspecto sustancial y procedimental” (Sentencia 15128, 2007) 
 
Bajo tales aspectos, es menesteroso revelar que un elemento primordial para la configuración 
de este tipo de responsabilidad del Estado es la existencia de una “providencia contraria a la ley”, 
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de la que específicamente se debe comprender que surge “al subsumir los supuestos de hecho del 
caso en las previsiones de la norma (error de interpretación), de la indebida apreciación de las 
pruebas en las cuales ella se fundamenta (error de hecho), de la falta de aplicación de la norma que 
corresponde o de la indebida aplicación de la misma” (Sentencia 24841, 2013), no siendo entonces 
estática, única e inequívoca la razón por la cual se puede configurar el error jurisdiccional. 
 
Ligado a lo dicho, y dentro de la nueva concepción de error judicial, el Consejo de Estado 
determinó que por un lado esta tesis de responsabilidad patrimonial del Estado se encontraba 
desligada del elemento subjetivo de responsabilidad, así como no se limitaba a la consideración de 
la configuración o no algún tipo de “vía de hecho judicial”, o de la estructuración o no de los 
criterios genéricos y especiales para la procedibilidad de la acción de tutela en contra de 
providencias judiciales, por cuanto los elementos que constituyen este tipo de responsabilidad son 
“(i) que el error estuviera contenido en una providencia judicial en firme; (ii) que se incurriera en 
error fáctico o normativo; (iii) se causara un daño cierto y antijurídico, y (iv) el error incidiera en 
la decisión judicial en firme.” (Sentencia 22322, 2011), comoquiera que, 
 
Consideró la Sala además, que el error que podía dar lugar a la responsabilidad 
patrimonial del Estado no se reduce a la “vía de hecho”, ni se identifica con las 
llamadas por la Corte Constitucional “causales de procedibilidad”: esto es, un 
defecto sustantivo, orgánico o procedimental, un defecto fáctico, un error inducido, 
una decisión sin motivación, un desconocimiento del precedente o una violación 
directa de la Constitución, porque el error judicial que da lugar a la reparación es 
toda disconformidad de la decisión del juez con el marco normativo que regula el 
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tema de la decisión, incluida la valoración probatoria que corresponda realizar. 
Además, que el error judicial debe estar contenido en una providencia judicial que 
de manera normal o anormal ponga fin al proceso, pero dicha providencia no debe 
ser analizada en forma aislada, sino en relación con los demás actos procesales. 
(Subrayado fuera de texto) (Sentencia 22322, 2011) 
 




De manera general, el Consejo de Estado desde el año 2013 sostiene que las causales determinadas 
para la configuración del error judicial son dos (2) básicamente, una conocida como error 
normativo y otra como error fáctico, comprendiéndose que esta primera se configura cuando 
existen errores o equivocaciones judiciales en “i) en la aplicación del derecho, pues se aplicó al 
caso concreto una norma que no era relevante o se dejó de aplicar una directa o indirectamente 














(Sentencia 24841, 2013); mientras que el segundo se estructura legalmente en la decisión judicial 
que “i) no consideró un hecho debidamente probado o ii) se consideró como fundamental un hecho 
que no lo era, o se presentan distancias entre la realidad material y la procesal (i) porque no se 
decretaron pruebas conducentes para determinar el hecho relevante para el derecho o ii) porque la 
decisión judicial se fundamentó en un hecho que posteriormente se demostró que era falso).” 
(Sentencia 24841, 2013). 
 
Es, entonces, que el análisis propio para la verificación de si se estructura o no el error 
judicial, se circunscribe exclusivamente en un juicio de legalidad respecto de las decisiones 
emitidas por los Jueces de la República de cualquier nivel u orden, resolviéndose solamente 
 
pretensiones que implican confrontación normativa, no sólo con relación al 
ordenamiento positivo, sino, también, frente a los principios y valores edificantes 
del sistema jurídico, que buscan desde una perspectiva eminentemente teleológica 
la adecuación permanente del desarrollo institucional y conceptual a lo esbozado 
por el constituyente o legislador y a los fundamentos conceptuales y filosóficos que 
sirvieron de sustento para diseñar la Carta Política del Estado y la legislación que la 
desarrolla. (Sentencia 24841, 2013). 
 
Amén a lo analizado, se clarifica, que no cae bajo el resorte del análisis de responsabilidad 
una decisión judicial que se haya adoptado bajo lo determinado jurisprudencialmente como “esfera 
de lo cuestionable” que dan lugar a la existencia de diversas interpretaciones judiciales respecto de 
lo fáctico del caso con lo que normativa le sería aplicable, comoquiera que las interpretaciones 
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judiciales debidamente sustentadas, aunque sean disímiles son válidas, por lo que el juicio de 
responsabilidad patrimonial del Estado bajo el error jurisdiccional no se inscribe en meras 
discordancias conceptuales o de criterios interpretativos de las normas positivas (Sentencia 15128, 
2007), en razón a que 
 
El hecho de que los sujetos procesales, los particulares y las distintas autoridades 
judiciales no coincidan con la interpretación acogida por operador jurídico (sic) a 
quien la ley asigna la competencia para fallar el caso concreto, o no la compartan, 
en ningún caso invalida su actuación ya que se trata, en realidad, de “una vía de 
derecho distinta”. (Sentencia T-637 , 2012) 
 
Entonces, ¿cómo se estructura y configura el error judicial o jurisdiccional como tesis que 
determina la responsabilidad patrimonial del Estado? Al respecto, el Consejo de Estado, y se cita 
in extenso, determina su estructuración al manifestar que, 
 
sólo podrá entenderse configurado el error jurisdiccional cuando se produzcan 
decisiones carentes de argumentación o justificación jurídicamente plausible. En 
otras palabras, habrá error judicial cuando la interpretación o el razonamiento 
jurídico expuesto como fundamentación de la decisión sea irrazonable o 
abiertamente contrario a la Constitución, la ley, los reglamentos que gobiernan la 
materia o excluyan situaciones fácticas o probatorias manifiestamente acreditadas 
en el proceso, pues, se itera, la mera divergencia interpretativa con el criterio del 
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fallador no constituye un error jurisdiccional, ya que debe tratarse de una verdadera 




Dicho lo anterior, debe reseñarse que la estructuración del error jurisdiccional sólo 
se logra mediante la comparación de la providencia recusada con las fuentes del 
Derecho aplicables al caso particular y con los actos procesales que integraron el 
trámite judicial, así pues, no se analiza aisladamente la sentencia sino que, se insiste, 
en cada caso concreto ella se observa a la luz del ordenamiento jurídico y de los 
demás actos procesales adelantados a lo largo de la liti” (Sentencia 24841, 2013) 
 
Finalmente, se estructura la falla en el servicio de la siguiente manera, 
 
Ilustración 9. Elementos necesarios para la estructuración del error judicial. 
 Elaboración propia 













2. De la responsabilidad del Estado Jurisdiccional por la inaplicación total o parcial de 
precedente jurisprudencial, su régimen de responsabilidad y títulos de imputación jurídica. 
 
Como se expresó anteriormente, ante las situaciones concretas en las cuales el Estado 
Jurisdiccional, representado por alguno de sus agentes, adopta una decisión judicial que inaplica 
parcial o totalmente el precedente jurisprudencial previo, y que no cumple con los requisitos 
admisibles para tal actuación, daría lugar a la existencia en contra del ciudadano vencido con esta 
inaplicación, de una serie de daños que no solo significan una mera lesión a una serie de derechos 
de carácter fundamental (igualdad), sino también en contra de las garantías procesales y 
constitucionales mínimas (seguridad jurídica jurisdiccional y confianza legítima jurisdiccional), y 
respecto de su patrimonio (cuando el caso tenga esta carga propiamente dicha). 
 
Ahora bien, si una sentencia judicial que se aparta de los criterios analíticos, lógicos y 
argumentativos anteriormente indicados, y con ello se da origen a la existencia de una sentencia 
judicial que es contraria al precedente jurisprudencial, se estaría ante una situación que genera 
daños que el ciudadano no está en la obligación de soportar comoquiera que ante el no 
cumplimiento de las cargas argumentativas, el daño se causa por decisión propia del Estado 
Jurisdiccional de imponer mayores cargas al ciudadano, cargas estas que no existirían si la 
inaplicación parcial o total se realizase bajo los criterios exigidos, es decir, que se otorgue el análisis 
concreto del porqué inaplicar o variar el precedente bajo los criterios ya expuestos, lo que es en sí 




 i) presentar de forma explícita las razones con base en las cuales se apartan del 
precedente, y ii) demostrar con suficiencia que la interpretación brindada aporta un 
mejor desarrollo a los derechos y principios constitucionales. (Sentencia T-656, 
2011) 
 
En esos criterios, el Consejo de Estado es claro en indicar que el error jurisprudencial “no 
supone la prueba de elementos que cualifiquen la conducta personal del agente estatal, como 
tampoco calificativos absolutos de inexcusable, garrafal, evidente o injustificado” (Sentencia 
24841, 2013), por lo que en sí el elemento volitivo de la conducta del juzgador es irrelevante 
(Sentencia 15128, 2007). 
 
Así, y ante estos supuestos, en donde se denota la existencia de una decisión contraria a 
derecho y contraria al marco mínimo constitucional, en contravía irracional e ilógica del precedente 
jurisprudencial, y ante los daños causados al ciudadano por parte del Estado Jurisdiccional, nos 
encontramos ante los supuestos claros de la falla en el servicio, en la que su probanza va más allá 
de la mera determinación de la existencia de una discordancia conceptual o de criterios 
interpretativos de las normas positivas (Sentencia 15128, 2007) ya que se protege el principio de 
discrecionalidad judicial ya analizado, por cuanto, 
 
los funcionarios judiciales en desarrollo del principio constitucional de 
independencia y autonomía de los jueces pueden interpretar en diversos sentidos las 
disposiciones normativas aplicables a un caso, y siempre que lo realicen de manera 
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razonada, coherente y con solidez argumentativa no podrá configurarse un error 
jurisdiccional. (Sentencia 15128, 2007), 
  
Conexamente, y en lo que corresponde al régimen de responsabilidad, es necesario indicar 
preliminarmente que la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado, esto es el 
artículo 90 de la Constitución Política de 1991 (Secretaria Senado de la República, 2019) no 
determinó de forma exclusiva si el régimen de responsabilidad a aplicar al Estado es subjetivo 
u objetivo, comoquiera que  
 
a pesar de que se ha considerado por algunos doctrinantes que la nueva 
concepción de la responsabilidad del Estado tiene como fundamento un criterio 
objetivo, no puede afirmarse tajantemente que el Constituyente se haya decidido 
exclusivamente por la consagración de una responsabilidad objetiva, pues el art. 
90 dentro de ciertas condiciones y circunstancias también admite la 
responsabilidad subjetiva fundada en el concepto de culpa. Y ello es el resultado 
de que si bien el daño se predica del Estado, es necesario tener en cuenta que se 
puede generar a partir de la acción u omisión de sus servidores públicos, esto es, 
de un comportamiento que puede ser reprochable por irregular o ilícito. 
(Sentencia C-430, 2000). 
 
Así, entonces, y aunque si bien la falla en el servicio deriva del régimen de 
responsabilidad subjetivo, es necesario afincarlo exclusivamente a que por subjetividad se 
comprende el rompimiento de los deberes y las funciones del Estado Jurisdiccional dentro del 
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desarrollo de sus actividades y funciones específicamente, ya que, y como se indicó 
anteriormente, en nada se analiza para la estructuración de este tipo de responsabilidad el 
elemento volitivo de la conducta del Juzgador que sí establece el artículo 71 de la Ley 270 de 
1996 (Secretaria del Senado de la República de Colombia, 2019) en lo que corresponde a la 
responsabilidad personal del Juez, la cual es sustancialmente diferente de la responsabilidad 
patrimonial del Estado (Gil Botero, Responsabilidad extracontractual del Estado, 2011), lo 
anterior en razón a que de, 
 
las orientaciones jurisprudenciales y doctrinarias que apuntan a la configuración 
y caracterización del denominado error inexcusables o culposo, de la vía de 
hecho, de la providencia arbitraria y desprovista de toda juridicidad, y otras 
expresiones habituales de la noción de culpa grave cometida por el agente 
jurisdiccional, únicamente son de recibo y aplicación tratándose de la 
responsabilidad personal del funcionario, campo en el cual se debe advertir que 
el error puede ocurrir, tanto en la actividad de la constatación y valoración 
probatoria, como en la interpretativa, esto es, puede el error de hecho y de 
derecho, dar lugar a la responsabilidad personal de funcionario, cuando quiera 
que la providencia aparezca manifiestamente contraria a los hechos acreditados 
en la instancia, o dicho en otros términos, no puede el funcionario escudarse en 
su autonomía e independencia, para fundamentar de cualquier manera y contra 
la objetividad que muestran los hechos, una determinada resolución 
jurisdiccional, como que pese a la singularidad de la actividad interpretativa, la 
fundamentación de las decisiones debe edificarse dentro de presupuestos 
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objetivos y bajo criterios razonables que no contradigan elementales principio 
que informan la actividad de interpretación de los hechos y el derecho a los 




En esta razón por la cual las restricciones impuestas a manera de limites –culpa 
grave o dolo que buscan proteger la independencia y autonomía del funcionario 
(…) no pueden oponerse a manera de excepcional y tampoco pueden servir de 
justificación para sentencia desestimatoria cuando la pretensión de 
responsabilidad es ejercida por la victima del daño antijurídico en contra del 
Estado, como que, precisamente, la separación entre los dos regímenes de 
responsabilidad, impone que casa una se analice desde perspectivas diferentes. 
(Gil Botero, Responsabilidad extracontractual del Estado, 2011) 
 
De lo esbozado, entonces, y dentro criterios jurídicos sanos, se denota la existencia de 
una disparidad conceptual en lo que respecta al régimen de responsabilidad que le sería 
aplicable a la falla en el servicio por el error judicial o jurisdiccional, ya que de la lectura de las 
sentencias judiciales analizadas, así como de la postura doctrinal, se denota la existencia de un 
criterio medio o gris que permitiría, al menos en este instante insistir en que no se podría 
considerar como absolutamente cierto la existencia de una responsabilidad subjetiva en vez una 
responsabilidad objetiva, comoquiera que la situación de incumplimiento de las obligaciones 
del Estado en cuanto a la función y actividad jurisdiccional son un efecto de la decisión judicial 
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que en nada daría lugar a la existencia de responsabilidad subjetiva, sino que, y de los criterios 
legalmente exigibles para la estructuración del error jurisdiccional que se circunscriben en un 
juicio de legalidad de las decisiones judiciales (Sentencia 24841, 2013) como ya se anotó, es 
una mera actividad objetiva desprovista de cualquier criterio subjetivo de incumplimiento, que 
insistimos es una consecuencia de la causa concreta: la decisión judicial ilegal o contraria a las 
normas jurídicas que le eran aplicables, por lo que en sí el régimen de responsabilidad aplicable 
sería el objetivo y no ya el subjetivo. 
 
En un asunto similar, correspondiente a la privación de la libertad injustificada, afincada 
dentro de la tesis de daño especial y con un régimen de responsabilidad objetiva, el Consejo de 
Estado, así como la Corte Constitucional, han sido enfáticos en indicar acudir a cualquier 
régimen de responsabilidad, sea objetivo o subjetivo, no sería ilegal ni iría en contravía de lo 
dispuesto en el artículo 90 constitucional (Secretaria Senado de la República, 2019), ya que no 
se determinó constitucionalmente un único e inequívoco régimen de responsabilidad del Estado 
(Sentencia C-106, 1994), por cuanto, 
 
Bajo los anteriores parámetros, la Corte Constitucional, en materia de 
responsabilidad patrimonial del Estado por privación injusta de la libertad, reconoce 
que el Consejo de Estado, en aras del principio de seguridad jurídica, ha acudido 
tanto a un régimen responsabilidad subjetivo como objetivo en determinados 
eventos, lo cual no contradice, en principio, la jurisprudencia constitucional en 




Sin embargo, señala que en cuatro eventos de absolución, como son que el hecho no 
existió, el sindicado no lo cometió, la conducta no constituía hecho punible o porque 
se aplicó el principio del indubio pro reo, se ha aplicado el título objetivo de 
imputación del daño especial. 
  
Para la Corte Constitucional un régimen de tal naturaleza, pasa por alto que la falla 
del servicio es título de imputación preferente y que los otros dos títulos, el riesgo 
excepcional y el daño especial, son residuales “esto es, a ellos se acude cuando el 
régimen subjetivo no es suficiente para resolver una determinada situación. 
  
Con fundamento en todo lo anterior, en que el artículo 90 no define un título de 
imputación y que la falla del servicio es el título de imputación prevalente, la Corte 
Constitucional señala que en la sentencia C-037 de 1996 se concluyó que, cualquiera 
que sea el régimen a aplicar, la calificación de injusta de una privación de la libertad, 
implica necesariamente “definir si la providencia a través de la cual se restringió la 
libertad a una persona mientras era investigada y/o juzgada fue proporcionada y 
razonada, previa la verificación de su conformidad a derecho”. Frente a este punto 
prescribe: 
  
En este punto se precisa que esa comprensión fue plasmada como 
condicionamiento de dicho artículo, al consignar en el numeral tercero de la 
parte resolutiva que se declaraban exequibles “pero bajo las condiciones 
previstas en esta providencia, (…)”, entre otros, el artículo 68, sobre el cual 
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en la parte considerativa se había determinado que las reflexiones transcritas 
eran las condiciones para declararlo exequible. 
  
Ahora bien, la Corte señala que las normas que contienen los diferentes supuestos 
en los que procede la detención preventiva en los ordenamientos procesales penales, 
vigentes desde la vigencia del artículo 68 de la Ley 270 de 1996, le son inherentes 
el juicio de razonabilidad y de proporcionalidad. Sin embargo, los requisitos para 
imponer la medida de aseguramiento han variado de uno a otro de acuerdo el grado 
de convicción probatoria requerida, mientras el Decreto Ley 2700 de 1991 y la Ley 
600 de 2000, solicitaban de uno o dos indicios graves de responsabilidad, 
respectivamente, la Ley 906 exige de una inferencia razonable de autoría o 
participación del imputado. 
  
La Corte insiste en que para una interpretación adecuada del artículo 68 de la Ley 
270 de 1996, el juez administrativo a la hora de definir si una privación de la libertad 
es injusta o no, independientemente del título de imputación que se elija aplicar, 
debe considerar si las decisiones adoptadas por el funcionario judicial se enmarcan 
en los presupuestos de “razonabilidad, proporcionalidad y legalidad”. Al respecto 
concluye: 
  
Lo anterior significa que los adjetivos usados por la Corte [razonabilidad, 
proporcionalidad y legalidad] definen la actuación judicial, no el título de 
imputación (falla del servicio, daño especial o riesgo excepcional), esto es, 
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aunque aquellos parecieran inscribir la conclusión de la Corte en un régimen 
de responsabilidad subjetivo; entenderlo así no sería más que un juicio 
apriorístico e insular respecto del compendio jurisprudencial que gravita en 
torno del entendimiento del artículo 68 de la Ley 270 de 1996, en tanto, debe 
reiterarse, la Corte estableció una base de interpretación: la responsabilidad 
por la actividad judicial depende exclusivamente del artículo 90 de la 
Constitución, el cual no establece un título de imputación definitivo, al 
haberse limitado a señalar que el Estado responderá por los daños antijurídicos 
que se le hubieren causado a los particulares. 
  
Luego insiste en que el elemento común que exige el artículo 90 de la Constitución 
Política es la existencia de un daño antijurídico y que la responsabilidad patrimonial 
se define a partir de cualquiera de los títulos de imputación, frente a lo cual señala 
que, la sentencia C-037 de 1996 es consecuente con ese razonamiento a partir de la 
interpretación del artículo 65 de la Ley 270 de 1996, que es la cláusula general de 
responsabilidad del Estado en lo que tiene que ver con la actividad judicial, en la 
que no se adscribió a ningún título de imputación específico. 
 
De esta manera, dependiendo de las particularidades del caso, es decir, en el examen 
individual de cada caso, como lo han sostenido el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional, el juez administrativo podrá elegir qué título de imputación resulta 
más idóneo para establecer que el daño sufrido por el ciudadano devino de una 
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actuación inidónea, irrazonable y desproporcionada y por ese motivo, no tenía por 
qué soportarse. 
  
La Corte señala que lo anterior no impide que se creen reglas en pro de ofrecer 
homogeneidad en materia de decisiones judiciales, pero estas deben fundamentarse 
en un análisis concienzudo de las fuentes del daño y no en generalizaciones 
normativas, que no tomen en cuenta las posibilidades que giran en torno a esas 
fuentes. (Sentencia 42966, 2018) 
 
E n la línea discutida anteriormente, y comoquiera que se sostiene que la falla en el servicio 
ocasionado por el error judicial o jurisdiccional es propia de la teoría objetiva de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, es que se debe manifestar que no se busca analizar las actitudes del 
juzgador para adoptar la decisión contraria, sino lo que habrá de demostrarse es que la providencia 
judicial se adoptó en contravía del  precedente jurisprudencial previo, esto a raíz del no 
cumplimiento de los requisitos constitucionalmente admisibles para la inaplicación parcial o para 
la variación del mismo (inaplicación total), situaciones estas que son en suma la imposición de una 
carga superior que el ciudadano no debe soportar, toda vez que si la decisión contraria al precedente 
o de variación del mismo cumpliera con la carga argumentativa y requisitos para tal, el ciudadano 
sí estaría obligado asumir ese daño en estricto derecho. 
 
Bajo tal óptica, entonces, y ante la existencia de una decisión contraria a lo ya establecido 
y que no cumple con los requisitos y elementos argumentativos necesarios, el Estado Jurisdiccional 
está llamado a responder por los daños causados al ciudadano en ese ejercicio jurisdiccional 
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arbitrario que le impuso una carga superior a la que debía soportar, comoquiera que ante la situación 
de inaplicación del precedente jurisprudencial no solo se están lesionando derechos de carácter 
fundamental, sino que se está rompiendo el esquema mínimo de seguridad jurídica jurisdiccional 
y se está afectando la confianza legítima jurisdiccional del ciudadano quien espera que sus casos 
sean decididos bajo la aplicación de principios de buena fe y de trato igualitario, situaciones estas 
que devienen en el daño patrimonial causado por el desconocimiento de los derechos y obligaciones 
que el precedente inaplicado ordena reconocer, materializar o exigir según el caso, lo anterior en 
razón a que si bien las actividades judiciales y jurisdiccionales en cabeza del Estado son en 
principio autónomas y legítimas, ellas implican que las decisiones adoptadas sean lo 
suficientemente razonadas aunque se aparten de este precedente ya que, 
 
la autonomía judicial en el proceso de interpretación y aplicación del ordenamiento 
jurídico no es absoluta, pues un primer límite se encuentra en el derecho de toda 
persona a recibir el mismo tratamiento por parte de las autoridades judiciales. De 
hecho, en el ámbito judicial, dado que como se dijo, los jueces interpretan la ley y 
atribuyen consecuencias jurídicas a las partes en conflicto, “la igualdad de trato que 
las autoridades deben otorgar a las personas supone además una igualdad en la 
interpretación y la aplicación de la ley.” De manera que la jurisprudencia de la Corte 
ha advertido que el problema de relevancia constitucional en el manejo de los 
precedentes judiciales surge cuando, en franco desconocimiento del derecho a la 
igualdad y tomando como fundamento la autonomía e independencia judicial, los 
jueces adoptan decisiones disímiles frente a casos semejantes. (Subrayado fuera de 




Así, y una vez determinado el régimen de responsabilidad y del título de imputación de la 
responsabilidad patrimonial del Estado Jurisdiccional, que es extracontractual, patrimonial, de 
imputación objetiva y seguido bajo lo que se explicó de la falla en el servicio, el ciudadano deberá 
demostrar los elementos propios del hecho, del daño y del nexo de causalidad, que en estricto 
sentido el hecho sería a la existencia de un proceso judicial que se puso a conocimiento y decisión 
del Estado Jurisdiccional, y que con esta actividad legítima y jurisdiccional del mismo se causó el 
daño al ciudadano, el cual para los efectos directos puede ser extrapatrimonial, patrimonial o mixto 
(de ambos daños), siendo el nexo de causalidad la decisión judicial que no cumple con los 
requisitos constitucionalmente admisibles para que un agente del Estado Jurisdiccional se aparte 
parcial o totalmente del precedente jurisprudencial establecido, debiendo el Estado Jurisdiccional 
asumir la responsabilidad patrimonial en aplicación de la cláusula general de responsabilidad del 
Estado consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política de 1991. 
 
En materia de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado, la Corte 
Constitucional ha sido enfática en indicar que  
 
el núcleo de la imputación no gira en torno a la pregunta acerca de si el hecho era 
evitable o cognoscible. Primero hay que determinar si el sujeto era competente para 
desplegar los deberes de seguridad en el tráfico o de protección 55 frente a 
determinados bienes jurídicos con respecto a ciertos riesgos, para luego contestar si 




De esto, comoquiera que,  
 
[en] una teoría de la imputación objetiva construida sobre la posición de garante, 
predicable tanto de los delitos de acción como de omisión, la forma de realización 
externa de la conducta, es decir, determinar si un comportamiento fue realizado 
mediante un curso causal dañoso o mediante la abstención de una acción salvadora, 
pierde toda relevancia porque lo importante no es la configuración fáctica del hecho, 
sino la demostración de sí una persona ha cumplido con los deberes que surgen de 
su posición de garante (Sentencia 26251, 2014). 
 
Finalmente, y se concreta lo ya indicado, que en el caso de cumplirse con la carga de la 
contra argumentación jurídica para que el Juez de instancia o de cierre se aparte e inaplique parcial 
o totalmente el precedente jurisprudencial previo, es perfectamente posible que para un nuevo caso 
se adopte una decisión parcial o totalmente diversa, estando entonces el ciudadano ante una 
situación de eminente daño que debe soportar, no configurándose en este evento ningún tipo de 
daño en razón a la racionalidad, juridicidad y constitucionalidad, en suma legalidad, de la decisión 
contraría al precedente jurisprudencial, situación que sería completamente diversa si la decisión 
adoptada, que inaplica parcial o totalmente el precedente no cumple con la carga contra 
argumentativa expresada, evento en el cual el Estado Jurisdiccional debe responder 
patrimonialmente por generar daños materiales e inmateriales a los ciudadanos en razón al 
rompimiento de la seguridad jurídica jurisdiccional, de la confianza legítima jurisdiccional y de la 
igualdad jurisdiccional que causó la pérdida o no reconocimiento de un derecho u obligación que 





Así las cosas, y del contexto ampliamente analizado respecto del precedente 
jurisprudencial, más allá de su surgimiento, su estructura jurídica interna, e inclusive de los efectos 
positivos que trae consigo la aplicación por parte de los Jueces de la República sin importar su 
nivel jerárquico, es notable la evolución del marco constitucional y jurídico colombiano, el cual 
pasó por considerar a las decisiones judiciales emitidas porte de la Corte Suprema de Justicia como 
doctrina probable ante el cumplimiento de unas condiciones específicas, a una postura integradora 
del derecho en donde no solo se constituye como fuente a las leyes que para tal efecto emita el 
Congreso de la República en uso de sus facultades, competencias y atribuciones, lo que permitió 
una mayor concreción del ordenamiento jurídico bajo la aplicación del principio de igualdad, de 
seguridad jurídica y de confianza legítima jurisdiccional. 
 
No obstante lo anterior, es necesario comprender que jurídicamente es válida y procedente 
la modificación y el apartamiento total y parcial del precedente jurisprudencial, lo cual solo puede 
ocurrir cuando existen elementos de juicio suficientes, y con base a estos se puede desplegar una 
argumentación jurídica tal que no quede duda que para el caso concreto el precedente no le era 
aplicable, o la solución expuesta y propugnada resulta siendo constitucional y legalmente 
admisible, esto bajo los elementos, criterios y técnicas establecidas por parte del Consejo de Estado, 
ya que el apartamiento total o parcial del mismo solo procede ante la existencia de argumentos 
sólidos y bajo los criterios y parámetros que la propia Corte Constitucional enseña de manera 
general, de los que resulta útil las enseñanzas del máximo Juez de lo Contencioso Administrativo, 
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en los que se resaltan las técnicas del Dictumizing, Undermining, Quondaming, Garnishing y 
Napping. 
 
Por otro lado, es  notable, que las situaciones que pueden generar un error judicial o 
jurisdiccional también pueden devenir de las decisiones que para tal efecto las Altas Cortes emiten, 
esto en razón a que desde una vista constitucional del artículo 90 superior, no existe limitación 
legal que sustraiga del análisis de legalidad a las decisiones que estas emitan, comoquiera que al 
ejercer sus funciones jurisdiccionales actúan como Juez de la República independientemente del 
nivel jerárquico otorgados a sus integrantes. 
 
De lo manifestado, resulta siendo claro jurídicamente, para todos los efectos, que lo 
pretendido por parte de la falla en el servicio, título de imputación atribuible al error jurisdiccional, 
no es generar más instancias a las legalmente establecidas, sino que el fin último es analizar, en un 
juicio estricto de legalidad, si la decisión adoptada por el Estado Jurisdiccional estuvo acorde a las 
normas jurídicas y constitucionales aplicables, entre las cuales se encuentra, conforme el artículo 
230 constitucional, el precedente jurisprudencial, el cual se constituye, como se analizó, un 
elemento importantísimo para la concreción del ordenamiento jurídico, el cual y según las 
sentencias que para tal efecto ha sido emitidas por parte de la Corte Constitucional, se constituyen 
en criterios de real seguimiento para todas las autoridades judiciales del Estado colombiano. 
 
Así, y ante la existencia de un apartamiento total o parcial del precedente jurisprudencial, a 
la hora de establecer y definir una situación, o de adoptar una decisión de fondo dentro de un caso 
o proceso judicial puesto al campo de decisión del Estado Jurisdiccional que no cumpla con los 
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elementos, criterios y técnicas constitucional y legalmente admisibles, se está ante una situación 
en donde si bien no se está denegando justicia, se está impartiendo una decisión que violenta una 
serie de principios y derechos a que tienen todos los ciudadanos como lo es la seguridad jurídica, 
la igualdad y la confianza legítima, situación que notablemente podría generar daños patrimoniales 
y extrapatrimoniales respecto de la parte que resulta vencida en el proceso judicial en razón a un 
sentencia judicial no razonada, caprichosa y sin fundamento jurídico suficiente para el 
apartamiento total o parcial del precedente, contexto que impone al ciudadano ante una situación 
de daño antijurídico del que no está en la obligación de soportar comoquiera que si bien la actuación 
del Estado jurisdiccional fue legítima al emitir una decisión de fondo, esta decisión de fondo resulta 
lesionando en mayor medida los derechos de la parte vencida en razón a un criterio judicial 
adoptado que no cumple con los elementos suficientes para que ese ciudadano deba soportarlo, lo 
cual, entonces, da lugar a que el Estado, a través de un proceso de reparación directa deba asumir 
la reparación patrimonial de los daños ocasionados al ciudadano vencido, lo anterior bajo el 
régimen de responsabilidad extracontractual, el título de imputación objetiva y seguido bajo la tesis 
de la falla en el servicio, de lo cual el ciudadano deberá demostrar los elementos propios del hecho, 
del daño antijurídico y del nexo de causalidad, que en estricto sentido el hecho se subsumiría a la 
existencia de un proceso judicial que se puso a conocimiento y decisión del Estado Jurisdiccional, 
y que con esta actividad legítima y jurisdiccional del mismo se causó el daño al ciudadano, el cual 
para los efectos directos puede ser extrapatrimonial, patrimonial o mixto (de ambos daños), siendo 
el nexo de causalidad la decisión judicial que no cumple con los requisitos constitucionalmente 
admisibles para que un agente del Estado Jurisdiccional se aparte parcial o totalmente del 
precedente jurisprudencial establecido, siendo esta ilegal por no cumplir con los requisitos que 
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